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I. Introducción
1. Chile en su escrito de duplica demostrará, de la manera más clara y técnica posible, sin recurrir a eufemismos ni a recursos que no agregan valor a la discusión, que sí entendió correctamente las conclusiones del Órgano de Apelación, así como los argumentos de Argentina, aunque ciertamente que no los comparte.  Chile estima que estos últimos descansan en un entendimiento errado de las conclusiones de Órgano de Apelación, especialmente respecto de las características que hacen que un gravamen que varía sea un "gravamen variable" contrario al artículo 4.2 del Acuerdo sobre la Agricultura y que un precio mínimo de importación sea una medida en frontera contraria a ese mismo artículo.

2. En su Réplica Argentina
 cuestiona el análisis de la defensa esgrimida por Chile, por lo que creemos que es nuestro deber aclarar a los miembros del presente Grupo Especial que lo relevante es examinar cómo Chile ha dado cumplimiento a las recomendaciones y conclusiones del OSD y no entrar a rebatir todas y cada una de las alegaciones planteadas por Argentina, en especial aquellas que no se condicen con lo resuelto por el OSD.  Las objeciones de Chile a las alegaciones y argumentos de Argentina se aclaran de la lectura de nuestros argumentos, ya que Argentina efectúa su análisis desde una perspectiva diversa a lo razonado y resuelto por el Órgano de Apelación y manifiesta un desconocimiento de los cambios introducidos por la Ley 19897 y el Reglamento Nº 831/2003.
3. Si Chile se limitase a rebatir cada una de las alegaciones de Argentina, perderíamos la oportunidad de centrarnos en lo relevante para efectos de un recurso bajo el artículo 21.5 del ESD.  Pero además, dicho proceso difícilmente ayudaría a los miembros del Grupo Especial a comprender cómo los cambios efectuados por Chile han permitido dar pleno cumplimiento a las recomendaciones del OSD.
4. Dado que para Argentina
 la medida continúa siendo similar a los gravámenes variables a la importación y/o a los precios mínimos de importación, el punto de partida no puede ser otro que lo señalado por el Grupo Especial y el Órgano de Apelación respecto de los elementos que configuran tales medidas.  Ante la inexistencia de una definición de estos términos, Chile le debe dar contenido a las conclusiones y recomendaciones del OSD.
5. Chile ha definido lo que es un "gravamen variable" tal como lo entendió el Órgano de Apelación y creemos lo entienden los Miembros de la OMC aunque pareciere que Argentina no.  El Órgano de Apelación lo afirma, y Chile lo respalda, un gravamen por el sólo hecho de variar no constituye un "gravamen variable" ni aún si tiene una fórmula incorporada que haga automática y continúa la variabilidad.
  Eso no es condición suficiente.  También hay que probar que no existe transmisión de los precios internacionales a los precios internos.  Para evitar que las variaciones en los precios internacionales se reflejen en el mercado doméstico, se debe "sostener" un precio, característica cuestionada de los sistemas de "gravámenes variables".  A juicio del Órgano de Apelación, el SBP hacía justamente eso porque ciertas características -es decir, sólo algunas de ellas- lo hacían poco transparente y previsible.
6. Al modificar su legislación, de acuerdo con las recomendaciones y resoluciones del OSD, Chile se hizo cargo de esas "ciertas características" identificadas, analizadas y cuestionadas por el Órgano de Apelación.  Sin ellas, es imposible sostener un precio, tal como Chile lo demostró latamente en su primera comunicación escrita y por ende, el régimen vigente no es incompatible con el mencionado artículo 4.2. aunque Argentina tenga una apreciación distinta.
7. El Grupo Especial inicial señaló que a diferencia de los gravámenes variables que por lo general se basan en la diferencia entre un umbral fijado oficialmente y el precio de oferta más bajo del mercado mundial, los sistemas de precios mínimos de importación generalmente funcionan en relación con el verdadero valor de transacción de las importaciones.

8. Actualmente los derechos específicos en Chile se aplican mediante un decreto y no varían durante toda la vigencia del mismo, es decir, el derecho es el mismo con independencia del precio de transacción o un precio fijado oficialmente.  Para estar frente a un precio mínimo, se debería haber establecido un precio determinado y exigir como pago de derechos en todos los casos, un monto equivalente a la diferencia entre este monto y el valor de transacción de una importación, cuestión que no existe en Chile ni por diseño ni por los efectos de los derechos aplicados.  Por ende, desde este punto de vista, el régimen vigente actual tampoco es incompatible con el mencionado artículo 4.2.
9. Argentina sostiene que Chile debería haber eliminado su SBP porque así lo estableció el Órgano de Apelación.
  Primero, no compartimos esa afirmación porque en ninguna parte de su Informe el Órgano de Apelación obliga (ni siquiera recomienda) a Chile a eliminar su SBP.  Segundo, la jurisprudencia de la OMC ha sido clara en el sentido de que los Miembros tienen discreción para elegir la forma de cumplir.  Y tercero, el Órgano de Apelación no dice lo que sostiene Argentina, porque si bien puede ser efectivo que habiendo una medida incompatible con el artículo 4.2. no se podrían seguir percibiendo los derechos resultantes de la aplicación de esa medida, si la medida en cuestión no es incompatible con ese artículo -como lo es el régimen vigente a partir de la Ley 19897 y su Reglamento- entonces se pueden percibir esos derechos.

10. El presente escrito, para ordenar el debate, seguirá la línea de la réplica de Argentina (en adelante, la Réplica o Segunda Comunicación) sin que ello signifique que estemos de acuerdo con ese orden ni menos con los argumentos usados por el vecino país.  Por el contrario, siguiendo la estructura de Argentina nos haremos cargo de los aspectos que vale la pena rescatar desde el punto de vista técnico, centrando el análisis en lo que es relevante para la decisión del Grupo Especial.

11. Por último, en este esfuerzo por centrarse en los elementos constitutivos de la presente diferencia, merece un comentario el párrafo 14 de la Réplica.  Chile, en su primera comunicación, efectivamente no refutó varias de las incorrectas afirmaciones de Argentina porque ellas, a través de una sesgada interpretación de las conclusiones del Órgano de Apelación, pretenden llevar la discusión hacia elementos que no son centrales.  Como se desprende del mencionado ese párrafo, Argentina nuevamente pretende llevar la discusión hacia lo que ellos entienden es el tema debatido, tratando de organizar los argumentos de Chile "según se supone deberían responder a las alegaciones argentinas".

II. Alcance del presente procedimiento bajo el artículo 21.5 del ESD
12. Chile comparte lo indicado por Argentina en el párrafo 18 de su Réplica, que refleja también lo que ha señalado el Órgano de Apelación, esto es, que la compatibilidad de una medida de cumplimiento se debe examinar a la luz de los acuerdos abarcados.  Sin embargo, el punto levantado por Chile en la sección IV.1 de su Primera Comunicación Escrita, es muy diferente.
13. Argentina no basa sus alegatos ni argumentos en nuevas incompatibilidades, sino por el contrario, se centra en el artículo 4.2 del Acuerdo sobre la Agricultura.  Lo que hace Argentina es dar una lectura, a juicio de Chile equivocada, de lo que el Órgano de Apelación entendió eran la falta de transparencia y previsibilidad de ciertas características del SBP y el aislamiento que ello produce respecto de los precios internos.
14. Chile demostró en su Primera Comunicación cuál era la correcta interpretación del alcance de las recomendaciones y resoluciones del OSD.  Argentina en su réplica se limita a señalar que Chile malinterpretó las constataciones y conclusiones del Grupo Especial y del Órgano de Apelación
, sin explicar por qué Chile no las interpretó correctamente, ni mucho menos dar su interpretación (supuestamente la correcta) del alcance de esas constataciones y conclusiones.  Argentina sólo se limita a transcribir los párrafos finales de los Informes del Grupo Especial inicial y del Órgano de Apelación, que sólo recomiendan al OSD que pida a Chile poner en conformidad su SBP.
15. Como señalamos a partir del párrafo 67 de nuestra Primera Comunicación, la determinación del alcance de las "medidas destinadas a cumplir" debe comprender el examen de las recomendaciones y resoluciones que figuran en el informe o los informes iniciales adoptados por el OSD, tal como dijo el Órgano de Apelación en el caso EEUU - Madera Blanda IV (21.5 - Canadá).  Recomendaciones y resoluciones que al ser una "resolución definitiva" de la diferencia, no pueden tener una interpretación amplia sin menoscabar con ello las garantías procesales de las partes litigantes.
16. Por lo tanto, un Grupo Especial bajo el artículo 21.5 y el Órgano de Apelación al analizar las "medidas destinadas a cumplir", deben necesariamente estudiar el alcance de las recomendaciones y resoluciones del OSD.  Argentina por lo demás, parece no desconocer este estándar cuando en el párrafo 102 de su Réplica señala:  "Por lo tanto, no pueden caber dudas que Argentina aplica las constataciones del Órgano de Apelación respecto de la transparencia y previsibilidad del piso y techo del SBP original, al modo como se establecen dichos parámetros en el SBP modificado".
17. Sin embargo, aun cuando el punto de partida de Argentina parece correcto, el resultado final es equivocado porque aplica en sus alegatos y argumentos una interpretación errada respecto de las constataciones del Órgano de Apelación, como Chile lo demostró en su Primera Comunicación.
18. En otras palabras, si bien los procedimientos bajo el artículo 21.5 no están limitados por las alegaciones, argumentos y circunstancias fácticas relativos a la medida que fue objeto del procedimiento inicial
 y por el contrario, el análisis se puede realizar desde una óptica diferente a la del Grupo Especial inicial, éste debe necesariamente hacerse sobre la base de las constataciones y conclusiones en el procedimiento inicial.  Son esas constataciones y conclusiones expresadas en una recomendación, las que deben ser "cumplidas" y no cualquier cosa que desee entender otro Miembro.

19. El párrafo 261 del Informe del Órgano de Apelación citado por Argentina
 dice exactamente lo que sostiene Chile, esto es, que el Órgano de Apelación no cuestionó todas las características del SBP sino que ciertas características.  Dicho párrafo expresamente se refiere a "… estas características específicas del sistema de bandas de precio de Chile …" ("… all these specific features of Chile's price band system.") Es decir, no es cualquier característica como alega Argentina sino que se trata de 1) características específicas (y por ende, limitadas) y 2) características analizadas por el Órgano de Apelación.  De haber querido referirse a cualquier característica del SBP, el Órgano de Apelación habría usado otros términos como por ejemplo:  las características del SBP (the features).  Pero no lo hizo.
20. Apoya dicha interpretación la frase del párrafo 261 del Informe del Órgano de Apelación que antecede y que dice:  "… particular configuración e interacción …." (subrayado agregado).  La palabra "particular" da la idea de que el SBP era, a juicio del Órgano de Apelación, incompatible con el artículo 4.2 no sólo porque tenía ciertas características sino que además por la forma especial o única como se configuraban e interactuaban esas características.  Por eso el propio Órgano de Apelación dijo que no se iba a pronunciar sobre "la compatibilidad de los sistemas de bandas de precios en general con la obligaciones de la OMC, ni sobre la compatibilidad con las obligaciones de la OMC de ningún sistema específico de bandas de precios que pueda aplicar cualquier otro Miembro".

21. Cuando uno lee las comunicaciones de Argentina, sin embargo, observa como todo este análisis del Órgano de Apelación es dejado de lado, de tal forma que presenta sus argumentos aislando pasajes de los informes y tomando frases incompletas o sacadas de contexto de los argumentos de Chile, construyendo una argumentación que de algún modo distorsiona el sentido y alcance de las recomendaciones y resoluciones del OSD.
22. Asimismo, no obstante que va en contra de su argumento central de cuestionar el sistema en general, Argentina a partir del párrafo 111 trata de identificar esas características especiales, a pesar de que el Órgano de Apelación lo había hecho en su informe.  Pero Argentina las busca primero en el Informe del Grupo Especial, particularmente sus párrafos 7.44 y 7.61.
23. Sin embargo, el primero de esos párrafos no menciona ninguna circunstancia diferente
, en la determinación de los precios de referencia, que no la recoja posteriormente el Órgano de Apelación y de las que Chile se hizo cargo con la dictación de la Ley 19897 y su Reglamento.  Es decir, la dificultad que tienen los exportadores para saber cómo se ha llegado a obtener el precio de referencia, como dijo el Grupo Especial, son factores desconocidos.

24. Es más, la misma Argentina parece reconocer lo anterior ya que en el párrafo 115 precisa las "etapas cruciales" que destacó el Grupo Especial y no son más que las mismas que siempre ha mencionado Chile (porque así lo concluyó el Órgano de Apelación):  la determinación del precio de referencia;  la determinación del piso y techo;  y la conversión a precios c.i.f.

25. En el párrafo siguiente Argentina identifica los párrafos del Informe del Órgano de Apelación que recogen lo indicado por el Grupo Especial inicial y que, nuevamente, dan la razón a Chile.  Aun cuando Argentina deja de mencionar los párrafos de dicho informe en los cuales el Órgano de Apelación elabora cómo se manifiestan concretamente las características específicas del SBP, como por ejemplo:  249 y 251, las dos primeras referencias coinciden con lo que ha señalado Chile.  Sin embargo, al leer la tercera, nuevamente se observa un error en las conclusiones de Argentina, quizás atribuible a la lectura parcial que efectúa del Informe del Órgano de Apelación.  El párrafo a que refieren señala
:

El hecho de que los derechos resultantes del sistema de bandas de precios de Chile tengan un "tope" al nivel del 31,5 por ciento ad valorem reduce simplemente el alcance de las distorsiones del comercio que genera este sistema al reducir el margen dentro del cual fluctúan los derechos.  Pero no elimina las distorsiones.  Además, el tope no elimina la falta de transparencia ni la falta de previsibilidad en la fluctuación de los derechos resultantes del sistema de bandas de precios de Chile.  Así pues, cabe afirmar que el hecho de que el sistema de bandas de precios de Chile esté sometido a un "tope" hace que sea menos incompatible con el párrafo 2 del artículo 4.  Pero eso no basta.  El párrafo 2 del artículo 4 no sólo prohíbe las "medidas similares aplicadas en la frontera" a algunos productos o a algunas expediciones de algunos productos con valores de transacción bajos, o la imposición de derechos a algunos productos por una cuantía superior al nivel del tipo arancelario consolidado.  El párrafo 2 del artículo 4 prohíbe estas "medidas similares aplicadas en la frontera" a todos los productos en todos los casos.
26. El texto es la conclusión del análisis que hace el Órgano de Apelación respecto de la incorporación al SBP del tope del arancel consolidado.  Sin embargo, no es necesario analizar todo el razonamiento y su contexto, ya que la sola lectura del párrafo permite apreciar la errada interpretación de Argentina.  Lógicamente, el análisis respecto de la incorporación del tope del consolidado hecho por el Órgano de Apelación, incorpora los demás elementos de su análisis respecto del SBP, donde como se ha señalado, la aplicación del sistema llevaba a que dos operaciones simultáneas estuvieran afectas al pago de un derecho específico diverso, todo lo cual llevó al Órgano de Apelación a concluir que el sistema era contrario al artículo 4.2 del Acuerdo sobre la Agricultura.

27. Hecho este análisis, el Órgano de Apelación consideró además si tiene alguna relevancia la existencia del tope consolidado y se pregunta si tiene alguna relevancia.  La respuesta está dada en el párrafo en comento, donde concluye que no, ya que la existencia del mencionado tope no modifica su conclusión respecto de que el SBP era una medida similar a los gravámenes variables a la importación y los precios mínimos de importación.  En este contexto, la referencia a la fluctuación de derechos que plantea Argentina (que no se relaciona con la variabilidad), está referida a la injerencia que podría tener la aplicación del tope del consolidado, que como señala el Órgano de Apelación, "no elimina la falta de transparencia ni la falta de previsibilidad".

28. Pero además, Argentina reconoce en el párrafo 118 de su Réplica que los Informes del Grupo Especial inicial y del Órgano de Apelación no abarcaron todas las "características específicas del SBP".  Si esas otras características no fueron abarcadas no pudo haber una constatación y por lo tanto, Argentina no puede interpretar que esas otras características también son parte de la conclusión del Órgano de Apelación en el sentido de que adolecen de falta de transparencia o previsibilidad.  Simplemente, el Órgano de Apelación no las abarcó (y no se pronunció sobre ellas) porque no era aspectos "tan fundamentales y centrales" del SBP.  En otras palabras, no eran lo que hacían que el SBP fuese una medida similar a un gravamen variable a la importación o un precio mínimo de importación.

2. Espíritu del artículo 4 del Acuerdo sobre la Agricultura
29. El artículo 4.2 del Acuerdo sobre la Agricultura no contiene las palabras transparencia ni previsibilidad.  El Órgano de Apelación señaló que las medidas mencionadas en la nota de pie de página de dicho artículo "tienen en común también que aíslan los precios internos de la evolución de los precios internacionales e impiden la transmisión de los precios del mercado mundial al mercado interno".
  Posteriormente, al analizar los gravámenes variables, el Órgano de Apelación señaló que tienen características adicionales (además de la variabilidad de los derechos), entre ellas la falta de transparencia y de previsibilidad.  Características que contribuirán también a distorsionar los precios de las importaciones impidiendo la transmisión de los precios internacionales al mercado interno.

30. En consecuencia, con estas referencias, mal podría argumentarse que los requisitos de transparencia y previsibilidad son parte del "espíritu"
 o "exigencias derivadas"
 del artículo 4 del Acuerdo sobre la Agricultura.  Argentina parece extender el análisis que hace el Órgano de Apelación respecto de ciertas características adicionales de los gravámenes variables -análisis que fue aplicado al SBP- a cualquier medida contemplada en el artículo 4.2.  Es decir, crear obligaciones donde los negociadores no lo hicieron.

31. En otras palabras, Argentina parece alegar que cualquier medida que se aplique en el sector agrícola que no sea transparente y/o previsible es inconsistente con el artículo 4.2 del Acuerdo sobre la Agricultura.
III. El régimen vigente a partir de la Ley 19897 y su Reglamento no AÍsla del Mercado Internacional 
32. Al comenzar la sección B.5 de su escrito de Réplica, Argentina transcribe partes de los párrafos 180 y 181 de la Primera Comunicación de Chile, sin explicar las razones por las cuales lo hace.  Sin embargo, la parte subrayada pareciera sugerir que lo que le preocupa al vecino país es el hecho de que los derechos específicos (o rebajas) determinados bajo la ley actualmente vigente no estén relacionados con las operaciones comerciales.  O como lo sostiene en otros párrafos de su Réplica
, los derechos resultantes no se modifican por cambios en los precios internacionales.
33. Lo anterior demuestra que Argentina, a pesar de las explicaciones dadas por Chile (como por ejemplo en la parte del párrafo 181 de su Primera Comunicación que Argentina no transcribe), sigue sin entender cómo funciona el régimen establecido por la Ley 19897.  El hecho que los derechos aplicables (o rebajas) no tengan relación con el valor de las operaciones internacionales ni los precios internacionales, como Argentina reiteradamente sostiene, es una característica propia de todo derecho específico.  Estos, por su esencia, se aplican con independencia del valor de transacción, lo que permite que las mercancías entren a cualquier precio, aplicándoseles un derecho específico dado, que durante dos meses no varía según el precio de la mercancía o de la tendencia mundial de los precios.  Es decir, los precios internacionales pueden caer (o subir) durante la aplicación de un derecho específico y éste será el mismo.  Y por lo tanto, el precio de internación reflejará necesariamente las fluctuaciones.
34. Sobre el particular, Chile no puede dejar pasar lo aseverado en  el párrafo 143 de la Réplica argentina.  La supuesta "confesión" de Chile necesariamente debería terminar con la expresión "valor de transacción" ya que Chile jamás ha sostenido que los derechos aplicados "aíslan al mercado de Chile de la evolución de los precios internacionales".  Primero, porque lógicamente ello no es correcto y segundo, porque sería validar lo que Argentina alega y que ciertamente no compartimos.  Sin prejuzgar intencionalidades, lamentamos este tipo de aseveraciones porque sólo confunden el debate.

35. Argentina para defender su posición de que la distorsión de la transmisión de los precios "es una característica objetable en sí misma"
 hace referencia a los párrafos 250 y 251 del Informe del Órgano de Apelación.  Sin embargo, la lectura de esos párrafos lleva a concluir todo lo contrario.
36. El párrafo 250 señala en la parte que nos interesa:
Por consiguiente, la forma en que se determinan los precios de referencia semanales de Chile contribuye a que el sistema de bandas de precios de Chile tenga por efecto impedir la transmisión de la evolución de los precios internacionales al mercado de Chile (subrayado agregado)
37. Mientras que el 215, en la parte que nos interesa, señala:
… no obstante seguirá subsistiendo el hecho de que el otro parámetro, es decir los precios de referencia semanales de Chile, puede distorsionar, si no desconectar, esa transmisión en virtud de la forma en que determina semanalmente.  (subrayado agregado)

38. En el primero, el Órgano de Apelación señala que la falta de transmisión es el efecto
 de la forma cómo se determinan los precios de referencia, que sería la causa.  Y en el segundo, el Órgano de Apelación reafirma lo anterior, respecto que los precios de referencia se determinaban semanalmente.
39. Argentina también hace referencia al tantas veces mencionado párrafo 261 para sustentar su argumento.
  Pero nuevamente, dicho párrafo dice exactamente lo contrario.  Esto es, que ninguna característica particular del SBP tiene tampoco el efecto de desconectar el mercado de Chile de la evolución de los precios internacionales.
40. En definitiva, Argentina no ha podido indicar ningún párrafo del Informe del Órgano de Apelación en que se señale que la falta de transmisión no sea el efecto de la falta de transparencia y previsibilidad de ciertas características del SBP, sino que una característica propia, distinta u objetable por sí misma.  Lamentablemente para Argentina, ese párrafo no existe, porque el aislamiento del mercado interno o la falta de transmisión de precios internacionales es la consecuencia (y muchas veces el objetivo perseguido) de la falta de transparencia y previsibilidad de ciertas características que tienen las medidas enunciadas en la nota al artículo 4.2 del Acuerdo sobre Agricultura, entre las cuales, a juicio del Órgano de Apelación, estaba el SBP.
41. No obstante lo anterior, para mayor claridad del Grupo Especial, a continuación Chile pasa a hacerse cargo de los distintos puntos en que Argentina se apoyaría para probar el aislamiento del mercado de Chile frente a los mercados internacionales, demostrando que, además de no tener sustento en las recomendaciones y resoluciones del OSD, ellas son inexactas.

2. No existe la sobre compensación alegada por Argentina
42. En su Réplica, Argentina
 rebate lo señalado por Chile en los párrafos 165 y siguientes de su primera comunicación para concluir en primer lugar que "contrariamente a lo que Chile señala, el párrafo 260 del Informe del Órgano de Apelación forma parte inherente a sus conclusiones".  Agrega en segundo lugar, que Chile parece no haber leído el párrafo 261, donde a su juicio es evidente que las palabras "conclusión" y "estas características" no pueden sino referirse al párrafo 260.

43. Chile ya se refirió a este punto y ha sido claro en expresar el razonamiento del Órgano de Apelación, el que por lo demás no requiere más que la lectura comprensiva de los párrafos relevantes en su conjunto.

44. Asimismo, si bien esta controversia ha sido única en varios aspectos, no lo será porque Chile haya alegado que el Órgano de Apelación erró su análisis, como señala Argentina.
  El error en la interpretación surge de la falta de claridad en la explicación que hizo Chile de cómo operaba el SBP.  El que Chile no haya podido explicar adecuadamente su funcionamiento, no puede llevar a sostener hoy que el SBP funcionaba de manera diversa a como lo hacía durante la diferencia inicial.

45. La intención de Chile fue solamente mostrar que no se producía sobrecompensación en el pasado, ni menos ahora tras las modificaciones.  Chile no elude su responsabilidad en el error de interpretación, pero ello no resta validez a lo señalado en su primera comunicación.

46. Adicionalmente, respecto de la existencia de sobrecompensación, Chile demostró que tal sobrecompensación, no existe.

47. Argentina hace referencia a su demostración matemática de sobrecompensación en los párrafos 127 a 132 de su Primera Comunicación Escrita.  En ella concluye que al bajar los precios internacionales, tanto del trigo como de la harina, los precios de entrada en Chile aumentan.

48. La base del error argentino es desconocer que existe un calendario definido para la aplicación de derechos específicos, rebajas o no aplicación de ninguno de los anteriores.  Dicho calendario es el siguiente
:
Desde el 16 de diciembre al 15 de febrero;

Desde el 16 de febrero al 15 de abril;

Desde el 16 de abril al 15 de junio;

Desde el 16 de junio al 15 de agosto;

Desde el 16 de agosto al 15 de octubre;

Desde el 16 de octubre al 15 de diciembre.

49. Lo que Argentina llama "evidencia adicional"
 corresponde a dos fechas puntuales (del 15 al 16 de diciembre de 2004 y del 15 al 16 de febrero de 2005) en que hubo cambio de los aranceles cobrados en frontera por efecto del calendario señalado.  Estos momentos en el tiempo en que se puede producir lo que Argentina llama "sobrecompensación" son reflejo del cambio de los derechos específicos.  Lógicamente, si el derecho cambia -producto de la evolución del precio en los mercados relevantes- se producirá un cambio en los derechos específicos (o rebajas o no pasará nada).  Este ajuste puede ser mayor en las fechas en que se modifica un mercado relevante por otro, pero ello sólo revelará la diferencia de precios en Estados Unidos y Argentina en los cambios de temporada.

50. No obstante, ese cambio no significa que los precios internos se desvinculen de los internacionales sino por el contrario, producido ese cambio los precios internos vuelven a seguir la tendencia internacional, aunque con una diferencia mayor (o menor) entre uno u otro, lo que dependerá de la variación de los precios en los mercados relevantes antes y después del cambio.

51. Tal situación, se da exactamente igual si analizamos qué sucede cuando se cambia un derecho ad valorem, y es más claro aún en los países donde existen aranceles estacionales, donde la protección cambia (sube o baja) el día que cambia el arancel.  En otras palabras, el día que entra a regir un alza (o una rebaja) en los derechos aplicados por un Miembro, siempre se producirá la "sobrecompensación" que alega Argentina (o subcompensación), pero inmediatamente después los precios internacionales seguirán siendo reflejados en los precios del mercado interno.
52. Finalmente, se debe señalar que la demostración Argentina respecto de la harina de trigo adolece de las mismas faltas que en el caso recién señalado.
3. El "régimen modificado" no mitiga las fluctuaciones de los precios del mercado mundial
53. En la sección 2.2 de su Réplica, Argentina insiste en hacer referencia a las fechas en que los aranceles cambian de acuerdo al calendario preestablecido, argumentando que dicha estacionalidad constituye una falta.  Sin embargo, los derechos en frontera cobrados por Chile para el trigo y la harina de trigo se comportan del mismo modo que un derecho de aduana propiamente dicho.

54. Aunque Argentina diga otra cosa, los anexos ARG-11 y ARG-12, junto con el gráfico del párrafo 154 de la Primera Comunicación Escrita de Chile, sí muestran que hay concordancia entre los precios internacionales, precios de entrada y el precio doméstico.
  No obstante, dicha concordancia, evidentemente no puede ser exacta, como parece pretender Argentina.
  En primer lugar, como se ha señalado reiteradamente, está el hecho que los aranceles para el trigo cambian de acuerdo a un calendario preestablecido.  Este hecho explica los cambios puntuales a que se refiere Argentina en el párrafo 71 de su Presentación.

55. En segundo lugar, el gráfico de Chile que cita Argentina en los párrafos 68 y 69 compara la evolución del precio f.o.b. Pan Argentino con el precio del trigo en el mercado mayorista ("trigo precio mayorista"), y no con el precio de entrada como señala Argentina.  El precio del trigo -y sus fluctuaciones- en el mercado mayorista está fuertemente influenciado por la oferta interna de trigo la que evidentemente se materializa en los meses de cosecha (diciembre a marzo).  Por ende, no puede pretenderse una conexión total como la que busca Argentina.

56. En el párrafo 59 de la Réplica, Argentina nuevamente malentiende los cambios introducidos por la Ley 19897.  En efecto, destaca que los derechos específicos no varían y deduce que por ello no se han cumplido con las recomendaciones y resoluciones del OSD al no importar el precio de transacción, en circunstancias que como se ha señalado reiteradamente, Chile aplica un derecho específico.  Además recogiendo
 lo señalado por el Órgano de Apelación respecto de la desconexión del precio de referencia bajo el SBP, Argentina sostiene que esta desconexión se mantiene.  Dicha afirmación es falsa.
57. Finalmente, Chile se permite un comentario acerca del párrafo 66 de la réplica argentina.  Este señala:
"Por ello, el gráfico presentado por Chile no representa solamente los períodos en los que se activaron las bandas, o sea, los períodos relevantes para el análisis, sino la trayectoria de los precios FOB del trigo pan argentino y el precio de entrada a Chile desde diciembre de 2003 hasta febrero de 2006.  De hecho, como se desprende del Anexo ARG-6, los derechos específicos se aplicaron entre diciembre de 2004 y abril de 2005, debido a los precios que registró el trigo en los mercados relevantes desde la vigencia del SBP modificado.
  Ese es el período de análisis relevante a fin de observar el comportamiento que presentó el SBP modificado.  A diferencia del cuadro presentado por Chile, el Anexo ARG-12 grafica solamente el período de aplicación de los derechos específicos." 
58. Argentina al parecer busca introducir un nuevo parámetro de evaluación de las conclusiones y recomendaciones del OSD, los "periodos relevantes".  Además de ser curioso el argumento de que las medidas hay que cuestionarlas sobre la base de los efectos que producen en ciertos períodos, pudiendo cualquier Miembro definir cuáles períodos son más relevantes, el planteamiento resulta cuando menos extraño cuando se contrasta con lo que Argentina ha insinuado a lo largo de la presente controversia.
4. Los parámetros de la Ley no aíslan al mercado de Chile
59. En las secciones 2.3 y 2.4 de la Réplica, Argentina argumenta que las modificaciones introducidas por Chile no contribuyeron a mejorar la situación de aislamiento del mercado doméstico de las variaciones en los precios internacionales por el hecho de que ahora los parámetros piso, techo y precios de referencia no están directamente vinculados a los precios internacionales vigentes.

b) Piso y Techo
60. Contrario a lo que señala Argentina
, no hay explicaciones, pruebas, ni argumentos en las secciones 2.5 y 2.6 de su Primera Comunicación que confirmen que los parámetros actuales mencionados provocan el aislamiento del mercado interno en Chile con respecto a las fluctuaciones de los precios internacionales.  Dichas secciones solamente constatan que se trata de parámetros absolutamente conocidos y, por lo tanto, que existe transparencia en tal sentido.
61. Argentina parece interpretar que el Informe del Órgano de Apelación exige modificaciones específicas al SBP, en el sentido que los pisos y techos, así como los precios de referencia utilizados para la determinación de los derechos específicos (o rebajas o ninguno de ellos) deberían establecerse estrictamente en función de los precios internacionales vigentes.  De ser así, sería interesante que Argentina aclarara en qué partes del Informe del Órgano de Apelación se basa su interpretación.

62. Se puede inferir de la argumentación argentina que para evitar el aislamiento y permitir la transmisión de precios es requisito indispensable que esos precios se basen en precios internacionales.  No obstante Argentina no presenta ningún argumento ni demostración que pruebe positivamente lo anterior.  Chile, en cambio, sí demuestra la existencia de transmisión de precios tras las modificaciones introducidas por la Ley 19.897.

63. En efecto, Chile explica claramente que los parámetros piso y techo (y precios de referencia) tienen, como producto de la nueva ley, el objetivo único de permitir determinar la protección en frontera que se aplicará al trigo y la harina de trigo de acuerdo a un calendario preestablecido.  De la lectura de las comunicaciones de Argentina se deduce que tiene absoluto conocimiento de los parámetros en cuestión, es decir las modificaciones han cumplido con el objetivo de garantizar la transparencia.
64. No obstante lo anterior, la Sección 2.3 de la Segunda Comunicación Argentina va más allá y cuestiona el origen de los parámetros piso y techo.  De esta manera Argentina parece entender por "transparencia" la implementación por parte de Chile de un mecanismo de selección de parámetros que hubiese sido aceptable para ella.
65. El origen de los parámetros no es relevante para determinar si la Ley 19.897 está en conformidad con sus compromisos ante la OMC.  Ellos permiten establecer, de manera transparente y previsible, la protección en frontera que Chile, como cualquier Miembro de la OMC, soberanamente ha estimado razonable y adecuada para el trigo y la harina de trigo.  Argentina parece llevar al extremo las exigencias de transparencia.  Sin embargo, ninguna disposición de la OMC obliga a sus miembros a dar explicaciones respecto de por qué establece un determinado nivel de protección arancelaria, por qué los niveles son diferenciados o por qué este es inferior a su nivel arancelario consolidado.  A lo único a que está obligado es respetar sus compromisos, es decir, no sobrepasar el nivel arancelario consolidado.
66. Cualquier cambio en los parámetros evidentemente modificará el nivel de protección que se otorgue a dichos productos.  Por ejemplo, si el parámetro piso se hubiera establecido en 110 dólares, el nivel de protección resultante sería menor.  Por el contrario si se hubiera establecido un valor de 140 dólares, la protección resultante sería mayor.

67. Finalmente, la reducción de los parámetros piso de 128 a 114 dólares y techo de 148 a 134 dólares, tampoco tiene nada que ver con los objetivos de evitar el aislamiento del mercado interno y mejorar la transmisión de precios.  Su objetivo es mejorar paulatinamente, a través de los años, el acceso al mercado chileno.  Chile explica y demuestra dicha mejora en el acceso a mercado claramente en la Sección V.6. de su Primera Comunicación.  Al respecto, es importante destacar que en ningún momento el Órgano de Apelación estableció como exigencia esta mejora en las condiciones de acceso, no obstante Chile soberanamente consideró oportuno implementar dicha reducción.

c) Precios de referencia
68. En el párrafo 91 de la Réplica, se sostiene que Chile no pudo demostrar que Argentina interpreta de manera amplia y general las conclusiones del Órgano de Apelación.  Una buena demostración de ello es el párrafo 82 de la Réplica.  En dicho párrafo, Argentina parece sostener que la forma cómo se determinen los derechos específicos a partir de la Ley 19897 y su Reglamento aíslan al mercado chileno de la evolución de los precios internacionales.
69. El Órgano de Apelación señaló que ese aislamiento se producía, en lo relativo a la determinación de los precios de referencia, sólo por dos razones.  La primera era la forma carente de transparencia y previsibilidad como se determinaban estos precios, la segunda, el hecho de que se determinaban semanalmente.

70. No obstante, al adecuar Chile su legislación, corrigió también estas características tal como se detalla en los párrafos 111 y siguientes de su Primera Comunicación.  Ahora, sin embargo, Argentina alega que Chile estaba obligado no sólo a publicar los mercados de referencia sino que además, explicar las razones que tuvo para elegir esos mercados.
  Agregando que no se podía mantener inalterado el precio de referencia y que debía tener relación con el valor de transacción.
71. Bajo el SBP el precio de referencia nunca estuvo relacionado con el valor de transacción, pero además, al no existir una base legal ni reglamentaria que lo determinara, era posible que los "mercados relevantes" fuesen escogidos arbitrariamente por la autoridad con el fin de sostener un precio.  Es decir, se podía buscar un precio de referencia que permitiese "inflar" la cuantía de los derechos específicos, término que es usado por el Órgano de Apelación al referirse a la conversión a precios c.i.f.
, pero que es igualmente válido acá, porque justamente el propósito final era sostener un precio.
72. Actualmente los precios de referencia corresponden a precios f.o.b.  de los dos mercados más relevantes para Chile.  De acuerdo a estadísticas mundiales recientes
 Estados Unidos es el principal productor y exportador mundial de trigo, siendo Argentina el segundo productor y exportador en el hemisferio sur (después de Australia).  En los últimos seis años (2000-2006) el 40% de las importaciones chilenas de trigo provino de EE.UU. y el 31% de Argentina.

73. En consecuencia, para determinar los precios de referencia, se buscaron fuentes válidas de información para ambos orígenes.  En el caso de Estados Unidos dicha fuente es la Bolsa de Chicago (http://www.cbot.com/), la más importante a escala mundial en futuros de commodities agrícolas.  De esta fuente se toma el precio f.o.b. Golfo del trigo Soft Red Winter N° 2.  En el caso de Argentina la fuente de información es la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación (http://www.sagpya.mecon.gov.ar/), dependiente del Ministerio de Economía.  Esta institución publica regularmente una estadística del trigo Pan puerto argentino (denominada Precio Fob Oficial), y que corresponde a un promedio de distintos puertos.

74. Ambas variedades de trigo son similares y los precios se toman a partir de las respectivas fechas de cosecha y comercialización.
75. Resulta extraño que Argentina cuestione la importancia de su mercado para el trigo
, que es uno de los mercados relevantes para determinar el precio de referencia, o que cuestione la estacionalidad de la producción del trigo en ambos hemisferios y que hace que durante la mitad del año sea más relevante el mercado de los Estados Unidos y en la otra mitad, Argentina.  Pero por sobre lo anterior, más extraño es que Argentina argumente desconocer la fuente de información para el precio f.o.b. del trigo Pan puerto argentino, aun cuando en sus dos Comunicaciones cita en prácticamente todos sus ejemplos la fuente oficial, esto es el SAGPyA.

76. La razón por la cual Chile recurre a una fuente oficial (SAGPyA) se encuentra justamente en lo señalado por Argentina
:
"Como Argentina demuestra en el Anexo ARG-4, hay al menos 4 (cuatro) cotizaciones diferentes del trigo pan Argentino (Puerto Buenos Aires, Puerto Bahía Blanca, Puerto Quequén, Puerto Rosario)"

77. Chile simplemente no encontró ninguna justificación para inclinarse por alguno de dichos puertos en particular, más aún existiendo una estadística oficial publicada por el gobierno de Argentina.

78. Por último, Argentina parece cuestionar la fórmula de cálculo del precio, esto es, que se saquen promedios que permitan de mejor manera reflejar las variaciones del precio del producto en ese mercado y no que se tome un precio en una fecha determinada (que puede ser circunstancialmente muy alto o muy bajo).
79. Por otra parte, Argentina parece confundir las cosas cuando en el párrafo 84 de su Réplica recoge un texto parcial de la Primera Comunicación de Chile en la que se sostuvo que durante los dos meses en que se mantienen inalterados los derechos específicos, éstos se desvinculan completamente de lo que ocurra en los mercados de referencia.  Argentina afirma que ello confirma su alegación de que los precios de referencia al mantenerse vigentes por dos meses desconectan la transmisión de precios.  Sin el ánimo de ser insistentes, es claro que si los derechos específicos (o las rebajas) se mantienen inalterados por un período prolongado de tiempo, la evolución de los precios mundiales se transmiten al mercado interno ya que no hay forma de "manejar" los precios de referencia para aumentar los derechos específicos resultantes y con ello sostener un precio para impedir que la evolución de los precios mundiales se reflejen internamente.

80. Argentina alega que Chile estaría argumentando que el sistema vigente sería inconsistente sólo 6 veces al año.
  Chile ha demostrado que el sistema es siempre consistente.  No existen las inconsistencias temporales como parece alegar Argentina, la que al centrar sus argumentos en estas "sobrecompensaciones" bimestrales (aún cuando Argentina sólo pudo dar dos ejemplos:  15 y 16 de diciembre de 2004 y 15 y 16 de febrero de 2005), estaría alegando que sólo en esos días Chile estaría violando la OMC.

IV. Otras alegaciones bajo el artículo 4.2 del Acuerdo sobre la Agricultura
81. Chile ha desarrollado el razonamiento seguido por el Órgano de Apelación y demostrado como ha cumplido las recomendaciones y resoluciones del OSD.  Asimismo, ha presentado evidencia que muestra como Argentina ha presentado sus argumentos distorsionando lo resuelto por el Grupo Especial y el Órgano de Apelación.
82. No obstante, para mayor información del presente Grupo Especial y ayudar a la comprensión de Argentina, a continuación, Chile pasa a referirse a los argumentos relevantes presentados por Argentina en las secciones B, en sus numerales 2 a 6.
2. El "régimen modificado" es Transparente y Previsible

83. Aun cuando Chile se ha hecho cargo de los argumentos de Argentina en relación al alcance de los presentes procedimientos, resulta necesario responder además lo señalado por Argentina en los párrafos 91 en adelante.  Salvo manifestar que Chile interpreta erradamente la posición de su país y tratar de desvirtuar el "único ejemplo" dado, Argentina no puede demostrar que el Órgano de Apelación haya establecido un estándar sobre transparencia y previsibilidad en la forma cómo se establecían las bandas.

84. El párrafo 247 del Informe del Órgano de Apelación que señala la "forma en que se establecen las bandas de precios de Chile" no viene precedido de ningún párrafo que señale la forma cómo se establecen las bandas, más que el párrafo 246.  Y este último, sólo se refiere a "la forma carente de transparencia y previsibilidad en que se convierten a una base c.i.f. los "precios f.o.b. más alto y más bajo".  Por lo tanto, el Órgano de Apelación no dijo que todos los elementos de la forma como se establecían los pisos y techos eran poco transparentes y previsibles.

85. ¿Por qué?  Porque todos los elementos eran transparentes y previsibles, aún cuando eran cuestionables por otras razones.  Por ejemplo, porque podían tener por efecto dificultar la transmisión de los precios, pero no porque fuesen poco transparentes o poco previsibles.
86. Por ende, Argentina se equivoca cuando alega que el factor 0,985 fue establecido de manera no transparente.
  Dicho factor está establecido en la Ley y es conocido por todos y el hecho de que se aplique hasta el 2014 es garantía de previsibilidad para los operadores del mercado.

87. Chile ha aclarado el real sentido y alcance de las referencias a la transparencia y previsibilidad efectuadas por el Órgano de Apelación.  Sin embargo, también debe hacerse cargo de ciertas alegaciones que Argentina presenta en su Réplica ya que resultan particularmente graves -no por sus planteamientos- sino por los errores que conllevan.
88. Argentina señala
:
En relación a la alegación argentina de que el SBP modificado no es transparente ni previsible, en el párrafo 114 de su comunicación Chile reconoce que, gracias a la modificación en el precio, el importador (y en consecuencia, el exportador) no conoce con antelación el monto de los derechos específicos a pagar:
"A partir de a Ley 19.897, el precio de referencia deja de ser un elemento para que el importador conozca cual será el monto de derechos a pagar en el momento de la importación." (Subrayado añadido).
89. Si bien Chile entiende que esta afirmación de Argentina responde a su desconocimiento de los cambios introducidos por la Ley 19897, ello no le resta gravedad, ya que al tomar frases fuera de contexto y extraer conclusiones erradas, pudiera confundir a los miembros del presente Grupo Especial.  El texto citado es la conclusión de un razonamiento previo, referido a los cuestionamientos efectuados por el Órgano de Apelación a la forma en que se establecían y fijaban los precios de referencia bajo el SBP, donde este precio debía ser conocido por los importadores para poder calcular el derecho específico a pagar.  Con los cambios introducidos por la Ley 19897, el derecho específico es determinado por un decreto del Ministro de Hacienda y por tanto, ni el exportador ni el importador necesitan conocer el precio de referencia (como sucedía bajo el SBP) para saber la cuantía del derecho específico a pagar.
90. En los párrafos 128 a 137 de la Sección B.3.  de su Réplica, Argentina desacredita la argumentación de Chile relativa a la previsibilidad en la determinación de los derechos y rebajas
.  Curiosamente Argentina se basa en la "incapacidad" de sus exportadores, primero para informarse de las condiciones de acceso que prevalecen para el trigo en el mercado chileno y, segundo, para prever razonablemente los precios internacionales vigentes al momento de materializar sus transacciones.
91. Respecto de sus exportadores, Argentina señala
:
"Si un exportador decide exportar trigo a Chile en marzo de 2007, lo primero que tiene que hacer, además de ocuparse de su propio negocio, es averiguar ...."

92. A continuación Argentina enumera los factores adicionales que el exportador argentino que quiere exportar a Chile tiene que averiguar.  Deducimos en consecuencia que no es parte de su negocio propiamente tal -sino que una ocupación adicional- el informarse de las condiciones de acceso al mercado que ha escogido como destino.  Todas las cuales están claramente establecidas por la Ley chilena y su Reglamento y, adicionalmente, publicadas en Internet.  Tampoco sería parte del propio negocio de un exportador argentino el tener un conocimiento razonable de los precios internacionales que prevalecerán al momento de materializar sus transacciones.  Cabe entonces preguntarse qué es parte del "propio negocio" de un exportador argentino.
93. Aún cuando Chile desconoce cómo operan exactamente dichos exportadores, no parece razonable asumir tanta ignorancia.  La argumentación de Chile no se basa solamente en la teoría, sino también en cómo se opera en la práctica en el comercio internacional de productos agrícolas básicos.
94. Como ejemplo se puede recurrir al caso de los exportadores chilenos, y por cierto argentinos, de manzanas frescas al mercado europeo.  Ellos conocen exactamente el sistema de acceso a mercado al cual se enfrentan.  Saben que en determinadas épocas del año los derechos cobrados en frontera variarán de acuerdo al precio de entrada prevaleciente al momento del arribo del embarque.  Si bien desconocen con anticipación cuál será ese precio de entrada y, por lo tanto, el monto exacto del derecho a pagar, pueden razonablemente predecirlo.  Lo anterior es obviamente un requisito indispensable para mantenerse en el negocio.
95. Argentina parece argumentar, indirectamente, que el exportador argentino no conoce hoy día el derecho arancelario exacto que pagará el trigo en marzo de 2007 y que eso sería una violación a las normas de la OMC.  Pero claramente, no existe ninguna disposición en la OMC que exija que los derechos de aduana deban ser conocidos con exactitud en un determinado lapso de tiempo previo a que entren en vigencia y nadie puede garantizar hoy, por ejemplo, que los derechos ad valorem aplicados por los Miembros de la OMC serán los mismos en marzo de 2007.

96. De hecho, en el mismo ejemplo del exportador argentino, cabría preguntarse si a la luz de lo acontecido en los últimos años, dicho exportador puede predecir siquiera si en Argentina pagará o no impuestos por sus exportaciones en el 2007 o cual será la cuantía de los mismos.  Ciertamente que Chile no podría ser acusado por esta falta de previsibilidad.
3. El "régimen modificado" no es una medida similar a un gravamen variable a la importación
97. Como señalara Chile en su primera comunicación escrita
 aún cuando el elemento determinante de los gravámenes variables proscritos bajo la nota 1 del artículo 4, es la variabilidad, esta característica por sí sola no es concluyente ya que un derecho de aduana propiamente dicho puede caber también en esta descripción.  Así lo señala el Órgano de Apelación
:
.... De total conformidad con el artículo II del GATT de 1994, un Miembro puede establecer un derecho a la importación y modificar periódicamente el tipo del derecho aplicado (siempre que el tipo modificado se mantenga por debajo de los tipos consolidados en la Lista del Miembro).*  Esta modificación del tipo aplicado puede hacerse en cualquier momento, por ejemplo, a través de un acto del poder legislativo o del ejecutivo de un Miembro.  Además, está claro que los términos "gravámenes variables a la importación" que se utilizan en la nota 1 han de tener un significado distinto de "derechos de aduana propiamente dichos" ya que los "gravámenes variables a la importación" han de ser convertidos en "derechos de aduana propiamente dichos".  Así pues, el simple hecho de que un derecho a la importación pueda variar no puede, por sí solo, introducir ese derecho dentro de la categoría de "gravámenes variables a la importación" a los efectos de la nota 1.  (lo destacado es nuestro)
98. En su primera comunicación escrita, Argentina -bajo la sección C3.1- señala que "[E]l SBP modificado contiene una fórmula que provoca la variación automática y continua de los derechos de importación" y divide su análisis en estos tres elementos, es decir, en la variación, en que es automática y en que es continua.

99. Para probar la supuesta variabilidad, Argentina prueba que los derechos específicos han variado desde la existencia del SBP.  Sin embargo, Chile nunca ha sostenido lo contrario.  Tampoco lo hizo el Órgano de Apelación en el párrafo recientemente citado.
100. En cuanto a la automaticidad, no obstante Argentina centro su análisis en definiciones de diccionario, su contenido no puede buscarse ahí, sino que en lo resuelto al respecto por el Órgano de Apelación.  Este sostuvo
:
"[E]l poder legislativo puede variar el nivel al que se aplican los derechos de aduana propiamente dichos, pero no por eso serán variables estos derechos de forma automática y continua.  Si se trata de un derecho de aduana propiamente dicho, para variar el tipo aplicado será siempre necesario un acto legislativo o administrativo específico, mientras que el sentido corriente del término "variable" implica que no se necesita tal acto."

101. En su primera comunicación, Chile señaló cómo bajo los cambios introducidos por la Ley 19897, los derechos específicos que se aplican, requieren de un acto administrativo específico que los establezca y en tanto este acto no se produzca el derecho no varía su cuantía.  Esto era distinto bajo el SBP, donde por su estructura, los derechos aplicados a dos operaciones de importación simultáneas, variaban sin intervención de ningún acto administrativo y llevaban a percibir distintos derechos de importación, aún cuando el valor (precio de transacción) y el volumen (unidades métricas) de las mercancías fueran idénticos.  Hoy en día, dos operaciones de importación simultáneas, con igual valor de transacción y volumen, pagarán siempre el mismo derecho de importación.  En consecuencia, Chile ha dado cumplimiento a las conclusiones y recomendaciones del OSD.

102. Respecto a la variación continua, en su primera comunicación escrita Argentina afirma "[A] pesar de que la variación de los derechos específicos ya no es semanal sino que bimensual, dicha variación es continua".
  Las pruebas que presenta son el cuadro y gráfico de los Anexos ARG-23 y ARG-24 donde se demostraría "el funcionamiento del SBP modificado entre el 16 de diciembre de 2004 y el 15 de abril de 2006"
, y además, el cuadro y el gráfico del Anexo ARG-21 y ARG-22, donde se muestra la variabilidad de los derechos específicos.
  En base a lo anterior, Argentina concluye que "ha demostrado que el SBP modificado incluye una fórmula que hace automática y continua la variabilidad de los derechos".

103. Nuevamente se aprecia como hay un análisis distinto de lo resuelto por el OSD y de los cambios introducidos por Chile.  La argumentación de Argentina presenta un claro non sequitur.  Vuelve a probar que los derechos varían, pero sólo para concluir que esa variación es continua, sin entregar pruebas de lo último que es lo relevante.

104. El único argumento que señala Argentina, es que la variación es bimestral.  Sin embargo, la variación continua no dice ninguna relación con el hecho de que una vez fijado el derecho específico, éste se modifique cada dos meses.  Además el argumento contradice lo resuelto por el Órgano de Apelación quien señaló que se pueden modificar periódicamente los derechos y no por ello la variación será continua.  Llevar el argumento de Argentina a la práctica, implicaría sostener que cualquier derecho estacional o baja programada de los aranceles ad valorem significaría el establecimiento de un gravamen variable a la importación.
105. En este punto, resulta interesante el cuestionamiento que hace Argentina a que la reducción del arancel ad valorem de Chile, en el sentido de que no existía un plan o fórmula que haya causado y garantizado que dicho arancel se modificara (redujera) en forma automática y continua
.  El texto de la Ley 19.589 que se acompaña como Anexo CHL - 8 demuestra exactamente lo contrario.  Cuando se aprobó se estableció un plan de reducción progresiva y automática del arancel general de Chile de un 11% a un 6% entre enero de 1999 y enero de 2003.  Nadie podría sostener que, a pesar de esa variación, continua, automática e incorporada en un plan, el arancel ad valorem general de Chile no es un derecho de aduana propiamente dicho.

106. Por último, el Órgano de Apelación señaló que los gravámenes variables a la importación tienen características adicionales que socavan el objeto y fin del artículo 4 del Acuerdo sobre la Agricultura.  Entre estas características adicionales se incluye la falta de transparencia y la falta de previsibilidad del nivel de los derechos que resultarán de la aplicación de estas medidas, elementos que no están presentes tras las modificaciones legales efectuadas por Chile.
107. De esta forma, al no existir variabilidad -siendo condición necesaria en todo gravamen variable a la importación- no se produce la inconsistencia con el Artículo 4.2 del Acuerdo sobre la Agricultura.  Pero además, aun si esta persistiera, no resulta suficiente ya que deben existir características adicionales identificadas por el Órgano de Apelación y que fueron abordadas por la Ley 19.897 y su Reglamento, 
4. El "régimen Modificado" no sustenta un precio
108. En el párrafo 139 de su Réplica, Argentina señala que Chile contradice los términos de su Ley y Reglamento al afirmar que los derechos específicos no son un gravamen variable por cuanto no están destinados a sustentar un ningún precio
, haciendo referencia al texto de dicha normativa, que establecen:
"El monto de tales derechos y rebajas será fijado … en términos que, aplicados a los niveles de precios que los mencionados productos alcancen en los mercados internacionales, permitan dar estabilidad al mercado nacional."
 (Énfasis añadido).
109. Además de los argumentos señalados previamente, tal contradicción no existe.  Chile ha establecido un mecanismo para dar estabilidad al mercado nacional, lo cual es completamente diferente a otorgar sustentación de precios.  Dar estabilidad se refiere a evitar cambios bruscos o extremos que afecten la actividad, mientras sustentar se refiere a defender o sostener una actividad a través de los precios mejorados.

110. En primer lugar, el régimen vigente considera la aplicación de derechos específicos, rebajas a las sumas que corresponda pagar por derechos ad valorem del arancel aduanero y la sola aplicación del arancel general.  En los casos en que se aplican rebajas al arancel y sólo el arancel general, el producto importado está ingresando al país con ventajas respecto de los demás productos o con iguales condiciones que los demás productos del comercio, respectivamente.  En ambos casos no se está sustentando ningún precio.
111. En segundo lugar, como Chile ha argumentado y explicado en los puntos 1 y 2 de la sección V de su Primera Comunicación Escrita, todos los parámetros que son utilizados actualmente:  valores piso y techo y precio de referencia;  están expresados en términos de precios f.o.b.  Los precios f.o.b. para cualquier operación de comercio individual son siempre inferiores al precio c.i.f., al precio de entrada y al precio interno.  Por la sola revisión de las bases legales se puede constatar que es imposible sostener algún precio como Chile demostró en los puntos de la sección V.
112. Luego Argentina, en el párrafo 143 de su documento de réplica, expresa:
"Dejando de lado la virtual "confesión" de Chile en el sentido que los derechos resultantes del SBP no tienen ninguna relación con el valor de transacción y por lo tanto aíslan al mercado de Chile de la evolución de los precios internacionales …".  (Resaltado añadido).
113. Chile como ya lo señalara, no hace ninguna confesión, sino una aseveración, al señalar que:
"Sin embargo, bajo la Ley 19.897, el derecho específico (o la rebaja o ninguno de los dos) es establecido, por mandato legal, mediante decreto del Ministro de Hacienda y permanece inalterado por un período de dos meses, durante el cual ese derecho específico es aplicable a toda operación de importación, sin variación alguna y sin importar el precio de la transacción, en tanto no se dicte un nuevo acto administrativo que lo modifique o deje sin efecto."

114. Es exactamente el hecho de que los derechos específicos y las rebajas al arancel no dependan del valor de la transacción lo que permite afirmar que desde las modificaciones vigentes del año 2003 Chile no aplica gravámenes variables ni similares a ellos y que, por tanto, no aísla al mercado interno sino precisamente lo contrario:  permite la transmisión de los precios internacionales.

115. Posteriormente Argentina afirma que el Órgano de Apelación no estableció que "un gravamen variable puede ser aquel que se utiliza para intentar sostener un precio interno o un precio mínimo de entrada
, como lo explica Chile en su Primera Comunicación Escrita.
  Argentina agrega:
"En esta controversia el Organo de Apelación definió claramente las características necesarias, suficientes y adicionales que caracterizan a los gravámenes variables a la importación.  Entre esas características no figura el sostenimiento de un precio de entrada, CIF ni de mercado interno o el "acomodamiento" de los precios, tal como pretende Chile".
  (Énfasis en el original).
116. El Órgano de Apelación no tenía que definir esas características, por cuanto ya habían sido definidas en el ámbito de la OMC y están contenidas en el Informe del Grupo Especial.
  Estas características fundamentales de los gravámenes variables a la importación y los precios mínimos de importación  son:
"a)
Los gravámenes variables generalmente funcionan sobre la base de dos precios:  un precio umbral, o precio mínimo de entrada de las importaciones, y un precio en frontera o c.i.f. para las importaciones.  El precio umbral puede obtenerse del precio del mercado interno, o estar relacionado con él, o puede ser equivalente a un precio determinado oficialmente (guía o umbral) que es superior al precio del mercado interno.  El precio en frontera o Precio de Referencia puede corresponder a los precios de cada expedición, pero con mayor frecuencia se trata del precio de oferta más bajo en el mercado mundial que se determina administrativamente.  (Énfasis y subrayado añadidos).
b)
El gravamen variable generalmente representa la diferencia entre el umbral o precio mínimo de entrada de las importaciones y el precio de oferta más bajo en el mercado mundial para el producto de que se trate.  Dicho de otro modo, el gravamen variable cambia sistemáticamente en respuesta a los movimientos de uno o ambos parámetros de precios.  (Énfasis y subrayado añadidos).
c)
Los gravámenes variables generalmente funcionan para impedir la entrada de importaciones cuyo precio es inferior al umbral o precio mínimo de entrada.  En este sentido, es decir, cuando los precios que rigen en el mercado mundial son bajos en relación con el precio umbral, el efecto protector de un gravamen variable aumenta, desde el punto de vista de la carga fiscal impuesta a las importaciones, mientras que esta carga disminuye en el caso de los aranceles ad valorem o permanece constante en el caso de los derechos específicos.  (Énfasis y subrayado añadidos).
d)
Además de sus efectos protectores, los efectos estabilizadores de los gravámenes variables generalmente desempeñan un papel importante para aislar el mercado interno de las variaciones de precios externas.  (Énfasis añadido).
e)
Las notificaciones sobre precios mínimos de importación indican que estas medidas generalmente no son diferentes de los gravámenes variables en muchos aspectos, inclusive en lo que respecta a sus efectos protectores y estabilizadores, pero que su modo de funcionamiento es normalmente menos complicado.  Mientras que los gravámenes variables a la importación generalmente se basan en la diferencia entre el umbral fijado oficialmente y el precio de oferta más bajo del mercado mundial para el producto en cuestión, los sistemas de precios mínimos de importación generalmente funcionan en relación con el verdadero valor de transacción de las importaciones.  Si el precio de un determinado envío es inferior al precio mínimo de importación especificado, se impone una carga adicional equivalente a la diferencia.  (Énfasis y subrayado añadidos)."
117. De las características fundamentales señaladas, es evidente que un gravamen variable o un precio mínimo de importación tiene como objetivo sostener un precio, y que ese precio se mide como precio de entrada, como precio interno, como un valor relacionado con el precio interno, o como un precio determinado administrativamente que es superior al precio interno.
118. Actualmente, el valor piso no es un precio de entrada, no se fija a partir del precio interno, no se relaciona con él, ni está fijado a un valor superior a él.  Por su parte, el precio de referencia no es un precio en frontera, ni está expresado en términos c.i.f.  Tampoco corresponde al precio de una expedición, no es el precio de oferta más bajo del mercado mundial y no se determina administrativamente.  Por tanto, los parámetros vigentes no tienen las características fundamentales de un gravamen variable señaladas en el acápite a).
119. El derecho específico no es "la diferencia entre el precio de entrada de las importaciones y el precio más bajo en el mercado mundial para el producto de que se trate".  El derecho específico tampoco "cambia sistemáticamente en respuesta a los movimientos de uno o ambos parámetros de precios", sino por el contrario, se mantiene fijo por un tiempo prolongado independiente de lo que ocurra con los parámetros.  Por lo tanto, los derechos específicos no tienen las características fundamentales de un gravamen variable señaladas en el acápite b).
120. El derecho específico no impide la entrada a importaciones que presenten valores inferiores a un precio umbral o precio de entrada, en tanto el valor piso no es un precio umbral o de mercado interno o relacionado con él, y no es un precio de entrada.  La carga arancelaria que determina el derecho específico permanece constante mientras no se dicte un nuevo acto administrativo que lo modifique o deje sin efecto.  Por tanto, los derechos específicos no tienen las características fundamentales de un gravamen variable señaladas en el acápite c).
121. El mecanismo actualmente vigente permite que las variaciones de los precios internacionales se transmitan al mercado interno, en tanto los derechos específicos y rebajas no se ajustan en base a lo que ocurra con los precios externos ni se ajustan por los precios que presenten las expediciones, tal como Chile lo demostró en la sección V de su Primera Comunicación Escrita.  Por tanto, los derechos específicos no tienen las características fundamentales de un gravamen variable señaladas en el acápite d).
122. Los derechos específicos no se determinan en función del verdadero valor de transacción de las importaciones, ni corresponden a la diferencia entre el precio de entrada o umbral y este verdadero valor de la transacción, como sería en el caso de un precio mínimo de importación.  Por tanto, los derechos específicos no tienen las características fundamentales de un gravamen variable o de un precio mínimo de importación señaladas en el acápite e).
123. Por consiguiente, los parámetros vigentes no presentan ninguna de las características fundamentales que la propia OMC ha definido y discutido para los gravámenes variables a la importación y los precios mínimos de importación.  El régimen chileno establecido por la Ley 19.897 y su Reglamento, por lo tanto, no es incompatible con el referido artículo 4.2.
124. En otra de sus alegaciones, Argentina sostiene que Chile parece no comprender su argumentación en la cual utiliza el análisis de dispersión (desviación estándar) para demostrar solamente que Chile aplica una fórmula que provoca la variación continua de los derechos de importación.  Agregar además, que esa demostración no constituye toda su argumentación en relación a los gravámenes variables.

125. Seguidamente en el párrafo 157 Argentina afirma que:
"Como sostiene Chile, la existencia de un derecho que varíe o haya variado, aún cuando sea una condición necesaria, no es suficiente para afirmar que corresponde a un gravamen variable.  Es una característica que debe existir como condición necesaria pero no es suficiente."

126. Chile comparte lo expresado por Argentina en el párrafo precedente, pero de ninguna manera está de acuerdo con que el ejercicio de dispersión analizado en la sección C.I.3 de su primera comunicación, demuestre que la medida aplicada en Chile sea similar a un gravamen variable.  Lo único que es posible concluir en dicha demostración es, como ya se ha dicho, que los derechos específicos varían, cosa que Chile nunca ha negado.
5. El "régimen modificado" no es una medida similar a un Precio Mínimo de importación
127. Chile, en la sección V.1 de su Primera Comunicación Escrita, aborda los planteamientos presentados por Argentina en la sección C.2.1, referidos a que "Los derechos específicos resultantes del SBP modificado tienden a elevar el precio de entrada de las importaciones en Chile por encima del piso de la banda de precios".

128. Chile ha demostrado que el régimen vigente a partir de la Ley 19897 y su Reglamento no un precio mínimo de importación ni similar a él, teniendo a la vista las características fundamentales de este tipo de medidas consideradas por la OMC.
129. Dentro de la argumentación chilena se afirma el hecho cierto de que en cualquier operación individual de comercio normal el precio f.o.b. es siempre inferior al precio c.i.f., y no "tiende" a serlo como argumenta Argentina.
130. A este respecto, en la sección 5 de su Réplica Argentina expresa que Chile, con esa argumentación
, "intenta distorsionar lo que sostuvo en su Primera Comunicación Escrita" y que prefiere "imaginar que se trata de un error de interpretación".
131. Chile no ha intentado, intenta ni intentará distorsionar los argumentos y cifras de ningún tipo y origen.  Tampoco es un error de interpretación.  En efecto, en el párrafo 163 de la Réplica Argentina sostiene:
"Queda claro que Argentina intentó demostrar exactamente lo contrario a lo que alega Chile:  que naturalmente el precio CIF es mayor que el FOB." (Énfasis en el original).
132. Mientras en el párrafo 99 de su Primera Comunicación Escrita afirma que:
"A continuación Argentina demostrará matemáticamente -utilizando la fórmula del SBP contenida en la Ley 19.897 y el Decreto 831/2003- cómo los derechos específicos resultantes del SBP modificado tienden a elevar el precio de entrada de las importaciones en Chile por encima del piso de la banda de precios …" (Énfasis añadido).
133. La interpretación que hizo Chile de todos los argumentos y métodos incorporados en la sección C.2.1 de la Primera Comunicación Escrita de Argentina es correcta.  En esa sección Argentina intenta demostrar que los derechos específicos tienden a elevar el precio de entrada de las importaciones en Chile "por encima del piso de la banda de precios".
134. Chile no puede interpretar que toda la sección aludida haya sido utilizada por Argentina solamente para demostrar que "naturalmente el precio CIF es mayor que el FOB".
135. Aun cuando Chile ya demostró que eso es evidente, es pertinente recordar que todos los valores utilizados como parámetros (piso, techo y precio de referencia) están expresados en términos f.o.b.  Por lo tanto, para cualquier operación individual y normal de comercio, siempre el precio c.i.f, y el precio de entrada de esa operación serán superiores al precio f.o.b.  de esa operación, aunque no necesariamente al valor piso.
136. Esto es así porque el valor piso no es un umbral, un precio de entrada o un precio mínimo de importación.  No es ni intenta ser un precio que impida el comercio o que no permita la transmisión de precios internacionales.  El valor piso es simplemente un parámetro que sólo incide en la determinación de derechos específicos, y estos derechos no tienen como finalidad ni resulta de su aplicación, el sostenimiento o el ajuste de los precios en frontera o de entrada a ese valor piso
137. A su vez, los derechos específicos determinados incrementan naturalmente el precio de entrada, en el mismo monto para cualquier operación, como es la característica universal y natural de los derechos de aduana propiamente dichos.  Y aunque ello es cierto, no es el fondo de la cuestión en esta diferencia, cual es que el resultado de su aplicación no se constituya en una medida similar a un gravamen variable o un precio mínimo de importación.
138. Por lo tanto, toda la demostración matemática presentada por Argentina, aun cuando  innecesaria, demuestra que los derechos específicos elevan el precio de entrada como lo hace cualquier derecho propiamente dicho.  Ello no es condición suficiente para afirmar que por el solo hecho de elevar el precio de entrada, se está ante una medida similar a un precio mínimo.
139. Tal como lo expresa el Informe del Grupo Especial en la descripción de las características fundamentales de este tipo de medidas, "los sistemas de precios mínimos de importación generalmente funcionan en relación con el verdadero valor de transacción de las importaciones.  Si el precio de un determinado envío es inferior al precio mínimo de importación especificado, se impone una carga adicional equivalente a la diferencia".

140. Chile no determina derechos específicos en relación con el verdadero valor de las transacciones, ni su monto es igual a la diferencia entre ese valor verdadero de transacción y un precio mínimo de importación.  En el hecho, el valor piso tampoco es un precio c.i.f. o un precio de entrada.  En consecuencia, el valor piso no es similar ni igual al precio mínimo de entrada, y la aplicación de derechos específicos a la importación no es incompatible con el artículo 4.2 del Acuerdo sobre la Agricultura.
141. Siguiendo con su argumentación, Argentina, entre los párrafos 170 y 177, sostiene que Chile equivoca su análisis al realizar un ejercicio que compara el valor piso con la serie de precios f.o.b.  más los derechos específicos durante los únicos cuatro meses en que éstos se aplicaron, y afirma que "La comparación relevante para la presente controversia es el comportamiento del precio de entrada de las importaciones de trigo a Chile".

142. Chile también comparte que lo relevante (en la presente controversia) es lo que ocurre con los precios de entrada.  Chile ya demostró que los precios de entrada del trigo en Chile siguen un comportamiento similar al exhibido por el precio internacional, utilizando la propia información presentada por Argentina.  Pero, además, demostró que el precio interno del trigo también ha exhibido un comportamiento similar al del precio internacional, confirmando con dicha información que el mercado chileno está conectado con el internacional y que el régimen modificado permite que las variaciones en los precios externos sean transmitidas al mercado local.
143. Incluso Chile, entre los párrafos 130 y 132 de su Primera Comunicación Escrita, explica como en el caso que se interpretase el piso como un precio mínimo de entrada, la evidencia real de su aplicación muestra que no se sostiene dicho valor por cuanto no es un precio mínimo y el derecho específico no es la diferencia entre ese valor piso y el verdadero valor de la transacción.
144. Como ya se ha explicado latamente, el valor piso está expresado en términos f.o.b., por lo que no es pertinente (o coherente) compararlo con un valor c.i.f. o un precio de entrada.  Por lo tanto, para verificar que el derecho específico aplicado no es igual a la diferencia entre el valor piso y el valor verdadero de una transacción, como también  para verificar que con la aplicación del derecho específico no se obtiene como resultado un precio igual al piso, se realizó una comparación que utiliza los valores en los mismos términos de mercado:  f.o.b.
145. Si el valor piso fuera un precio mínimo de importación, la resultante de la aplicación de los derechos específicos sería ese precio mínimo.  En su Primera Comunicación Escrita, Chile demuestra que en los 81 días en que se han aplicado derechos específicos, el 46% de esos días la suma del precio f.o.b. y el derecho específico vigente fue inferior al valor piso.
146. Entre los párrafos 179 y 184 de su documento de réplica, Argentina explica los contenidos del anexo ARG-11 presentados en su Primera Comunicación Escrita, dado que Chile utilizó esa información y debió efectuar modificaciones al constatar que los datos de ese anexo diferían de la serie de precios f.o.b. diarios del trigo pan argentino, publicada por la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación de la República Argentina.
147. Con la explicación que Argentina presentó en su Réplica, Chile ha entendido que para sus demostraciones Argentina realizó un ajuste temporal a los datos diarios, desplazándolos 15 días hacia adelante respecto del verdadero momento en que tales precios fueron efectivos, para que tomando en cuenta los tiempos de traslado de la mercadería se pudiese simular el valor con que una exportación llegaría a Chile luego de su embarque.  Chile agradece la aclaración de Argentina.
148. Sin embargo, Chile debe señalar que, reconociendo el ajuste temporal realizado por Argentina a las cifras de precios diarios del trigo pan argentino, para los argumentos de Chile correspondía que tales precios fueran los efectivos al día que representan.  Ello por cuanto el ajuste temporal realizado por Argentina, fue utilizado para simular el efecto de una operación real de comercio y comparar ese precio f.o.b. con el precio piso y con el precio de entrada que resultaría de aplicar sobre ese precio f.o.b. los derechos específicos vigentes.
149. A este respecto caben dos observaciones.  Primero, el régimen chileno contempla la aplicación del mismo derecho específico a todas las importaciones que se realizan en el período en que éstos están vigentes, sin establecer diferencias entre el origen, momento del embarque o valor real de la operación, tal como es la característica de los derechos de aduana propiamente dichos (derechos específicos).  Por lo tanto, no es necesario realizar ningún tipo de ajuste por tiempo de traslado porque al igual que el arancel general ad-valorem, el derecho específico se aplica a todas las operaciones por igual.

150. Segundo, la pertinencia de realizar este ajuste temporal supone que la aplicación de los derechos específicos está relacionada con el valor verdadero de la transacción, motivo por el cual se compara con lo que ocurriría con el precio de entrada de ese valor simulado del verdadero.  Sin embargo, los derechos específicos no se determinan en función del valor verdadero de la operación, sino que al contrario son independientes de él, y mientras dura la vigencia de su aplicación tampoco se modifican en función de los cambios que experimenten los precios internacionales, con lo cual no se impide que tales cambios se reflejen en el precio de entrada y en el precio interno.
151. Entonces, es efectivo que los precios de entrada tienen un comportamiento distinto a los precios de referencia que se utilizan como parámetros, y que tampoco se relacionan o se ajustan al nivel del valor piso.  Eso es efectivo porque los precios de entrada no están relacionados con los parámetros ni con los derechos específicos, sino que con los precios internacionales.  Chile ya demostró que los precios de entrada e incluso los precios internos, están conectados con el mercado internacional.
152. En otra parte
, Argentina cuestiona la descripción que Chile haría de la utilización de sólo valores f.o.b., señalando que el derecho específico no incluye valores f.o.b. y que no incluiría nada.  La ley y el reglamento definen que todos los parámetros utilizados están expresados en términos f.o.b., y que tanto los derechos específicos como las rebajas al arancel se determinan utilizando como única referencia esos parámetros, es decir, valores f.o.b.
153. Los comentarios expuestos por Argentina se refieren a los párrafos 175 al 179 de la Primera Comunicación Escrita de Chile, en los cuales se demuestra que los derechos específicos que se determinan son siempre menores que los que se determinaban en el SBP para un mismo precio de referencia, y cuya demostración estaba dirigida a mostrar que las condiciones de acceso ahora son más favorables para el trigo.
154. Esa demostración se basa en que el costo de importación se puede expresar de la siguiente forma:
(1) CIi = a + b * FOBi,
Donde,

CIi = costo de importación del producto i;  
a = suma de los costos fijos;
b = agregación de los costos variables (1 + el porcentaje de cada costo variable), y
FOBi = precio FOB del producto i.
155. A partir de esta expresión el SBP determinaba los derechos específicos (DE) de la siguiente manera:
(2) DE = CIpiso - CIpr, donde "pr" representa el precio de referencia.
156. Reemplazando se obtiene:
(3) DE = a + b * FOBpiso - (a + b * FOBpr)

(4) DE = a + b * FOBpiso - a - b* FOBpr
(5) DE = b * (FOBpiso -  FOBpr)
157. Esta última expresión, (5), es la que utilizaba el SBP para calcular los derechos específicos que se aplicaban semanalmente a las importaciones de trigo.
  Como se explicó en la Primera Comunicación, el factor "b" reúne el conjunto de costos variables que se incurren en un proceso normal de importación, dentro de los cuales se incluye al arancel general ad-valorem.
158. A partir de la expresión (5) se deduce que el derecho específico es menor para cualquier precio de referencia, dado que en su determinación sólo se incluye el arancel general ad-valorem (1+0,06), y se excluyen todos los costos variables que se incurren en un proceso normal de importación.  Lo anterior por cuanto estos últimos son poco transparentes y poco predecibles, mientras que el derecho general ad valorem es conocido.  Todo ello se refleja en la siguiente expresión contenida en el Reglamento de la ley:
(6) DE = (1+ 0,06) * (FOBpiso - FOBpr)
159. Luego la argumentación de Argentina continúa, desde el párrafo 197 hasta el 204 de su documento de Réplica, intentando demostrar que "Chile equivoca completamente la definición del derecho que se establece a partir de un precio mínimo de importación".  A este respecto Chile agradece las aclaraciones presentadas por Argentina por cuanto contribuyen a un mejor entendimiento de los argumentos chilenos, en especial las recogidas en el párrafo 198:
En esta misma controversia, el Grupo Especial sostuvo que un precio mínimo se relaciona con el verdadero valor de transacción de una exportación.  El Organo de Apelación rescató este aspecto de los precios mínimos de importación.  En su razonamiento, Chile calcula el derecho resultante de un precio mínimo a partir de la diferencia entre el piso de la banda y el precio de referencia.  El precio de referencia -que no tiene nada que ver con el valor de transacción- es simplemente un promedio de precios en un mercado relevante." (Énfasis añadido.  Cursivas en el original.  Notas omitidas.).
160. Efectivamente lo que Chile ha demostrado con sus argumentos es lo que Argentina afirma en este párrafo:  que el precio de referencia "no tiene nada que ver con el valor de la transacción", porque en el hecho el régimen chileno no es similar a, ni es un precio mínimo de importación, como tampoco es similar a, ni es un gravamen variable a la importación.

161. Finalmente Argentina termina la argumentación de la sección 5 de su Réplica afirmando:
"Si Chile hubiera utilizado la fórmula que se desprende del Informe del Organo de Apelación hubiera llegado a la misma conclusión a la que llegó el Órgano de Apelación respecto del SBP original y a la que llegó Argentina respecto del SBP modificado:  el precio de entrada de las importaciones en Chile, de conformidad con el SBP modificado, es superior al que resultaría si Chile aplicara un precio mínimo de importación situado al nivel del piso de la banda de precios."

162. En efecto, si Chile hubiera utilizado la fórmula que se desprende del Informe del Órgano de Apelación hubiera llegado a la misma conclusión, y es precisamente por eso que Chile no utilizó la misma fórmula de manera que no fuera incompatible con el Artículo 4.2 del Acuerdo sobre la Agricultura.
6. El "régimen modificado" mejora las condiciones de acceso al mercado chileno
163. Aun cuando las condiciones de acceso vigentes para el trigo están fuera de la presente controversia, ellas naturalmente forman parte de los resultados esperados.  Por ello Chile se hace cargo de este punto demostrado que con las modificaciones introducidas por la Ley 19.897, las condiciones de acceso son más favorables que las que existirían si el SBP
 estuviese vigente.
164. Sin embargo, Argentina hace de los argumentos presentados por Chile una interpretación que no se condice con lo que Chile ha expresado.  En efecto, cuando Chile afirma "En conclusión, con el nuevo régimen ha habido un menor período de aplicación de derechos de 10 semanas y un mayor período de aplicación de rebajas de 8 semanas, lo cual representa una efectiva ampliación de condiciones favorables a la importación del grano respecto de lo que podría haber ocurrido con el mecanismo anterior a las modificaciones"
, se está basando en un ejercicio de simulación de lo que habría ocurrido si aún se mantuviera vigente el SBP.
165. En efecto, las cifras que se presentaron en el anexo CHL-7 corresponden a la serie diaria de precios internacionales de trigo Pan puerto argentino f.o.b. y trigo Soft Red Winter N° 2 f.o.b. Golfo de México, sobre la cual se práctico el ejercicio de simular la aplicación del SBP.  Toda la información incluida en ese anexo proviene de ODEPA, del Ministerio de Agricultura de Chile, sobre la base de la estadísticas publicadas por la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación de Argentina (misma fuente utilizada por la contraparte) y las estadísticas de la Bolsa de Chicago publicadas por Reuters.

166. El ejercicio, como se explicó en el párrafo 183 de la Primera Comunicación Escrita de Chile, consistió en simular la ejecución del SBP "calculando el precio de referencia por semana sobre los mismos valores vigentes.  Para este fin, se tomó el promedio semanal, de viernes a jueves, de cada uno de los precios considerados, se seleccionó el menor de ellos y se comparó con el piso y el techo para determinar si correspondía aplicación de derechos, rebajas o ninguno, a la semana siguiente de su cálculo.  La metodología se aplicó al período comprendido entre el 16 de diciembre de 2003 y el 13 de enero de 2006".  Este procedimiento es el mismo que se aplicaba en el SBP.
167. Una importante diferencia entre el régimen vigente y el SBP es que en este último los derechos específicos y rebajas se calculaban semanalmente, de manera de que se relacionaran con los precios internacionales vigentes.  Actualmente los derechos específicos y rebajas no se relacionan con los precios internacionales vigentes, sino que una vez oficializados por la autoridad, quedan fijos durante dos meses.
168. Argentina cuestiona los resultados del ejercicio aunque también los utiliza para deducir conclusiones que no pueden extraerse de estos resultados.  La simulación realizada por Chile demuestra que el mecanismo actual determina una menor cantidad de semanas de aplicación de derechos específicos y una mayor cantidad de semanas de aplicación de rebajas al arancel, respecto de lo que habría resultado del SBP.
169. Es cierto que en dicha simulación se utilizaron solamente dos precios para determinar el menor del mercado y seleccionarlo como precio de referencia.  Sin embargo, las conclusiones no habrían sido distintas si se hubieran utilizados más precios para encontrar el menor del mercado.  En efecto, si existieron precios menores a los utilizados en el ejercicio para el caso de aplicación de derechos específicos, lo que habría ocurrido es que los derechos determinados habrían sido mayores y, probablemente, se habrían aplicado derechos durante más semanas.  Es decir, solamente se confirmaría lo que Chile afirma, actualmente existen mejores condiciones de acceso.  En el caso de las rebajas al arancel, la situación es similar, si hubieran existido precios menores, éstos habrían determinado una menor rebaja o la sola aplicación del arancel general ad-valorem.  Si existieran precios mayores a los utilizados, el monto de las rebajas habría sido mayor y, probablemente, se habrían aplicado más semanas con rebajas.  Es decir, nuevamente sólo se confirmaría lo que Chile ha afirmado:  que actualmente existen mejores condiciones de acceso.
170. Por otra parte, Chile estima que tampoco es pertinente la argumentación de Argentina en el sentido que:
"este razonamiento equivale a decir que los exportadores de trigo y harina de trigo a Chile no deberían preocuparse por los efectos distorsivos del SBP modificado, ya que con el SBP modificado los efectos distorsivos resultantes de la aplicación de los derechos específicos ocurrieron "solamente" 17 veces, mientras que con el SBP original se hubieran producido 27 veces.  Chile alega que eso implica una mejora en las condiciones de acceso".

171. El fondo de esta controversia no es el efecto de distorsión al comercio que generan los derechos de aduana, ni el número de veces en que se aplican.  La sola existencia de derechos de aduana, de cualquier tipo, genera distorsión al comercio, es decir, es una característica propia de dichos derechos y no algo particular del sistema chileno.
172. Finalmente, Argentina elabora un raciocinio basado en el número de veces que el régimen vigente y el SBP se aplicó o habría aplicado, respectivamente, en relación a las oportunidades en que se determinaron derechos específicos y rebajas al arancel.  En primer lugar, llama la atención que para una gran cantidad de sus argumentos, con esta sola excepción, Argentina siempre considera como período de aplicación aquel en que se determinaron derechos específicos, omitiendo por completo los restantes períodos, sin duda muchos más largos, en los cuales se aplicaron rebajas o no se aplicó nada.  En segundo lugar, por lo menos a Chile le parece evidente que no es lo mismo aplicar derechos específicos que aplicar rebajas al arancel, y no parece razonable unir ambos conceptos y períodos de aplicación para afirmar que ambas políticas son similares.  Si, como señala Argentina, el derecho específico genera un efecto distorsivo, al incrementar el precio de entrada, la rebaja al arancel también genera un efecto distorsivo al reducir el precio de entrada hasta dejar sin carga arancelaria a las operaciones de comercio.

173. Durante las 109 semanas que ha estado vigente el actual régimen (16 de diciembre de 2003 al 13 de enero de 2006), en 35 (32,1%) de ellas se han aplicado rebajas al arancel, en 17 semanas se han aplicado derechos específicos (15,6%), y en 57 se ha aplicado solamente el arancel general ad-valorem (52,3%).

174. Desde el 13 de enero y hasta el 15 de junio de 2006 las importaciones de trigo continúan ingresando a Chile con la aplicación solamente del arancel general ad-valorem, lo cual amplía aún más el período con condiciones de acceso mejoradas.
b) Efectos de la reducción programada de los valores piso y techo
175. Chile, en su Primera Comunicación Escrita, demuestra como ha incorporado un proceso paulatino de reducción de la protección en frontera del trigo y la harina de trigo.  Particularmente, producto de la reducción programada de los valores piso y techo, el monto de los derechos específicos siempre será menor que el que actualmente se determina, del mismo modo que la probabilidad de determinación de derechos también será siempre menor.  Argentina desconoce la evidencia presentada por Chile y presenta sus propios ejemplos hipotéticos buscando demostrar lo contrario, esto es que en el año 2014 los derechos específicos serán iguales o superiores a los vigentes a comienzos de 2005.
  Sin embargo, ello es una mera suposición.

176. Chile podría "inventar" decenas de precios de referencia para demostrar que a partir de cierta fecha sólo habrá rebajas.  Ese no es el punto.  Lo que Chile demostró es que usando un mismo precio de referencia -que es algo cierto y no hipotético- los parámetros vigentes a partir de la reducción programada de los valores piso y techo siempre resultarán en un derecho específico menor.  Es decir, su impacto es menor.  Chile no dijo que el precio de referencia usado en su ejemplo estará vigente el 2014, ya que es imposible saberlo con tanta antelación.

177. Cuando Chile afirma que la reducción programa de los valores piso y techo se traducirá en una menor protección en frontera, afirma un hecho cierto.  En su Primera Comunicación demostró matemáticamente lo que efectivamente ocurrirá en el futuro:  en la medida que se reduzca el valor piso, los derechos específicos que se determinen serán siempre menores que los actuales.  El siguiente ejemplo muestra esta situación.  Utilizando los valores piso programados y un precio de referencia de 100 dólares por tonelada, se obtiene:
DE2003-2007 = 1,06 * (128 - 100) = 29,68

DE2007-2008 = 1,06 * (126 - 100) = 27,56

DE2008-2009 = 1,06 * (124 - 100) = 25,44

DE2009-2010 = 1,06 * (122 - 100) = 23,32

DE2010-2011 = 1,06 * (120 - 100) = 21,20

DE2011-2012 = 1,06 * (118 - 100) = 19,08

DE2012-2013 = 1,06 * (116 - 100) = 16,96

DE2013-2004 = 1,06 * (114 - 100) = 14,84
178. Es decir, para un mismo precio de referencia siempre los derechos específicos determinados serán menores que los que se determinarían antes de reducirse el valor piso.  Esto ocurre para cualquier nivel de precio de referencia.
179. Es evidente que si en el ejercicio presentado por Chile, el precio de referencia fuera menor a los 100 dólares, los derechos específicos serían mayores que los calculados, pero de igual forma, tales derechos serán menores hacia el futuro.  Por ejemplo, utilizando el valor presentado por Argentina en el párrafo 226 de su documento de réplica, de 94,92 dólares por tonelada, se obtiene:
DE2003-2007 = 1,06 * (128 - 94,92) = 35,06

DE2007-2008 = 1,06 * (126 - 94,92) = 32,95

DE2008-2009 = 1,06 * (124 - 94,92) = 29,08

DE2009-2010 = 1,06 * (122 - 94,92) = 28,70

DE2010-2011 = 1,06 * (120 - 94,92) = 26,58

DE2011-2012 = 1,06 * (118 - 94,92) = 24,46

DE2012-2013 = 1,06 * (116 - 94,92) = 22,34

DE2013-2004 = 1,06 * (114 - 94,92) = 20,22
180. Es decir, si ese precio de referencia ocurriera este año, el derecho específico resultante sería de 35,06 dólares por tonelada, mientras que en 2014, el derecho específico resultante sería de 20,22 dólares por tonelada, un 42,3% menos que el que se determinaría actualmente.
181. Chile no utilizó distintos valores para el precio de referencia para demostrar que la protección nominal al trigo será menor.  Eso no es consistente con una metodología de evaluación.  Es un hecho que las condiciones de acceso al mercado chileno han cambiado desde que se programara la reducción del arancel general ad-valorem, desde 35% en 1984 hasta 6% a partir de 2003.
  Lo mismo ocurrirá en el mercado del trigo a partir de la vigencia de la Ley 19897 para este producto.
V. Las alegaciones referidas al Factor 1,56 y el artículo II.1.b. segunda oración del GATT de 1994 no están en los términos de referencia del presente Grupo Especial
1. El Factor 1,56 no está dentro de los términos de referencia del presente Grupo Especial
182. Argentina para justificar que el Factor 1,56 se encuentra dentro de los términos de referencia del presente Grupo Especial, se basa en dos premisas.  La primera, que el cuestionamiento que formula no es una alegación sino que un argumento.
  La segunda, que se trata de un nuevo argumento referido a un aspecto de la medida destinada a cumplir que se modificó.
183. El cuestionamiento de Argentina es una alegación independiente y no un argumento que demuestre una alegación.  De hecho, la palabra cuestionamiento usada por Argentina refleja que se trata de una afirmación de que Chile ha vulnerado una determinada disposición de un acuerdo determinado.  Según la Real Academia de la Lengua Española, cuestionar significa:  1. tr. Controvertir un punto dudoso, proponiendo las razones, pruebas y fundamentos de una y otra parte.  Es decir, el cuestionamiento es algo diferente a los argumentos o razones, pruebas y fundamentos.
184. Aplicando la referencia citada en la Réplica del asunto Corea - Productos Lácteos a la primera comunicación escrita de Argentina se pueden distinguir la alegación - "El factor 1,56 ... aísla al precio de entrada de la harina de trigo de la evolución de los precios internacionales" -de los argumentos- los derechos específicos a la harina de trigo se calculan en base a los aplicados a otro producto
;  y la forma en que se estableció dicho factor no es transparente.

185. Por lo tanto, claramente se trata de una alegación independiente que Argentina hace en esta etapa del procedimiento y que no lo hizo en la diferencia inicial pudiendo haberlo hecho, ya que ella misma reconoce que ese factor estaba vigente desde hace más de una década.
186. Argentina, tratando de sostener sus argumentos, reiteradamente señala que el Factor 1,56 es un aspecto modificado respecto del SBP o un aspecto de la medida destinada a cumplir que se ha modificado respecto a la medida inicial.
  Sin embargo, se trata de un factor existente desde 1993 y que en su relación actual se encuentra vigente desde 1996, tal como lo señala la misma Argentina en su primera comunicación escrita.

187. Cabe resaltar que en todos los cuerpos citados en esta diferencia, siempre el factor se expresó de manera similar.  Esto es que para determinar los derechos y rebajas para la harina de trigo, "los derechos y las rebajas determinados para el trigo se multiplicarán por el factor 1,41"
 o "se aplicarán los derechos y rebajas determinados para el trigo multiplicados por el factor 1,56".
  Es decir, un cálculo matemático.
188. A pesar de lo anterior, Argentina añade un nuevo elemento al sostener que la "base" sobre la cual se aplica dicho factor 1,56 es diferente bajo el esquema vigente a partir de la Ley 19897 y su Reglamento y por lo tanto, sería un aspecto nuevo de la medida modificada.
189. Sin embargo, en su primera comunicación escrita Argentina sustenta su alegato esencialmente en el hecho de que el referido factor se traduce en la aplicación de derechos específicos a un producto (harina de trigo) sin relación con ese producto sino que en base a los derechos aplicados a otro producto (trigo).  Agregando que la relación de precios entre ambos podría estar sustentada en una relación técnica de producción entre harina y trigo.  Es más, a juicio de Argentina, "esta relación es válida a nivel internacional".
  Concluye Argentina indicando que en su caso, esta relación técnica sería de aproximadamente 1,3, "o sea, el precio de la harina de trigo es aproximadamente un 30% más alto que el del trigo".
190. En su réplica, Argentina agrega un nuevo elemento que nunca estuvo mencionado anteriormente.  Según Argentina, la diferencia entre ahora y el SBP es que el factor se aplica a una base completamente distinta.  Como consecuencia de lo anterior, se modifica también el resultado de dicha aplicación.  Por lo tanto, es un aspecto modificado que puede estar comprendido dentro del mandato del presente Grupo Especial.
191. Como primera reacción debe aclararse que lo que Argentina cuestionó inicialmente es el Factor 1,56, en cambio ahora cuestiona la base sobre la cual se aplica dicho factor.  A juicio de Chile ambas son cosas muy diferentes y ciertamente que Argentina ha tratado en la mayor parte de sus escritos cuestionar la base sobre la cual se determinan los derechos específicos a partir de la Ley 19897 (a partir de lo cual se determinan los derechos aplicables a la harina de trigo).
192. Pero además, un análisis más detallado del asunto EEUU - Medidas Compensatorias sobre determinados productos de la CE (21.5 - Comunidades Europeas) demostraría que ese precedente no puede usarse en este caso por cuanto se trata de un asunto sobre subvenciones en que la modificación de la base de una re determinación es un elemento esencial para determinar la probabilidad de subvención.  Por ende, cualquier modificación sobre la base necesariamente modifica el resultado.  En este caso, las consecuencias son las mismas ahora que bajo el SBP:  aumentar en 1,56 veces los derechos específicos aplicados a la harina respecto a los derechos aplicados al trigo.  Y Argentina en su primera comunicación cuestionó este aumento por ser superior a la relación técnica que ellos calculaban que sería las correcta, esto es 1,3 y porque "Chile no ha explicado ni fundamentado de manera alguna en su legislación la base para su establecimiento".

193. En otras palabras, pareciera que sólo el 19 de abril de 2006 Argentina se dio cuenta que el factor 1,56 vigente desde 1996, no es transparente y provoca mayor aislamiento del mercado interno frente a la evolución de los precios internacionales.
194. Chile no cuestiona el derecho de cualquier Miembro a plantear una nueva alegación relativa a un aspecto de la medida destinada a cumplir que constituye un elemento nuevo o revisado de la medida original, ni tampoco le resta validez a los precedentes citados en este aspecto en el escrito de Réplica, pero Argentina parte de la premisa equivocada.  Como quedó demostrado, el factor 1,56 no es un elemento nuevo ni revisado de la medida original y por lo tanto, Argentina debió haberlo planteado en la controversia inicial, no pudiendo hacerlo en esta instancia tardía de esta disputa.

195. De aceptarse que Argentina tenga esta "segunda oportunidad" (como la denominan el Órgano de Apelación en el asunto CE - Ropa de Cama (21.5 India) y el Grupo Especial en el asunto EEUU - Medidas Compensatorias  sobre determinados productos de las CE (21.5 - Comunidades Europeas) para cuestionar ante este Grupo Especial el factor 1,56, pondría en entredicho las garantías procesales de Chile para la adecuada defensa de sus derechos.

b) Fundamento técnico del factor 1,56
196. Sin perjuicio de todo lo anterior, Chile explicará la razones técnicas por las cuales se utiliza el factor 1,56 para determinar los derechos o rebajas aplicables a la harina de trigo.
197. Tal y como afirma conocer Argentina cuando habla de relación técnica de producción ("válida internacionalmente"), el derecho específico o rebaja, cuando corresponda, para la harina de trigo se determina simplemente de la multiplicación del derecho o rebaja que esté vigente para las importaciones de trigo por el factor de 1,56.  La razón de incrementar el derecho (o rebaja) en un determinado factor es simplemente el mantener un nivel de protección nominal similar para ambos productos.  Como es bien sabido una de las características de los derechos específicos es que su incidencia es inversamente proporcional al precio del producto.  Es decir, a mayor valor del producto la protección que confiere el arancel es menor.  La harina de trigo corresponde a un producto elaborado cuya materia prima esencial es el trigo.  Por lo tanto, el precio de la harina de trigo estará directamente relacionado con el precio del trigo, pero será siempre mayor.
198. Si se cobrara a ambos productos el mismo derecho específico se estaría desprotegiendo a la harina de trigo en relación al trigo, y por lo tanto se estaría favoreciendo indirectamente las importaciones de harina.  De hecho, esto es precisamente lo que hace Argentina con su mecanismo de impuestos diferenciados a las exportaciones, donde las exportaciones de mayor valor agregado pagan impuestos significativamente más bajos que las exportaciones de productos básicos.  El objetivo de dicho esquema es favorecer artificialmente las exportaciones industriales.

199. Los aranceles diferenciados para productos de mayor valor agregado son una realidad en todo el mundo, incluyendo la propia Argentina.  Adicionalmente, no existen normas que establezcan cuál es el monto exacto en que tienen que incrementarse los aranceles de los productos que se encuentran en los niveles superiores de la cadena de elaboración.  Sería  extremadamente difícil llegar a algún consenso respecto de lo anterior.
200. El factor utilizado por Chile ha sufrido ajustes a través del tiempo para dar cuenta de la relación entre los precios de ambos productos y desde 1996 se fijó en 1,56.  Para la elaboración de la Ley 19.446
 que fijó ese valor, se tuvo a la vista información hasta esa fecha.
201. Esta indicaba que entre enero de 1986 y diciembre de 1995 (vigencia de la banda a esa fecha), el promedio de la relación del precio de la harina y el precio del trigo, fue de 1,566.
  Por lo tanto, fue este factor el que se incorporó a la legislación chilena y ha permanecido inalterado desde entonces.
2. La alegación de Argentina respecto a la segunda oración del artículo II.1.b. del GATT de 1994 tampoco está dentro de los términos de referencia del presente Grupo Especial

202. Argentina, tal como lo había indicado Chile, reconoce que nunca planteó durante el procedimiento inicial una alegación relativa a la segunda oración del artículo II.1.b. del GATT de 1994.
  Por lo tanto, la discusión debe centrarse en si se trata de una alegación referida a una medida nueva o referida al SBP.

203. A juicio de Chile, Argentina alega que una violación del artículo 4.2 del Acuerdo sobre la Agricultura automáticamente se traduciría en una violación del artículo II.1.b. segunda oración del GATT de 1994, en la medida que el miembro no haya incorporado la medida en su lista.  Y eso pasaría tanto con el SBP como con cualquier otra medida que viole el artículo 4.2.

204. En ese sentido, es un tema que Argentina debió alegar y sustanciar en la diferencia inicial, porque, siguiendo la lógica que plantea en su Réplica, la violación al II.1.b. también se habría dado con el SBP una vez concluido que era incompatible con el ya mencionado artículo 4.2.  Sin embargo, Argentina no lo hizo y no puede alegarlo frente a este Grupo Especial.

205. A diferencia de lo que sostiene Argentina, las garantías procesales de Chile sí se ven seriamente afectadas con esta decisión de traer a esta instancia un alegato de sustancia como es el referido al artículo II.1.b. segunda oración.  Argentina, por el contrario, parece descansar en la referencia citada en el párrafo 310 de su Réplica.  Pero ésta  se refiere a argumentos que no pudieron ser refutados oportunamente y no a alegaciones, como en el caso en cuestión.
206. En consecuencia, las alegaciones de Argentina en relación al factor 1,56 y a la supuesta incompatibilidad con la segunda oración del artículo II.1.b.  del GATT de 1994, se encuentran fuera de los términos de referencia del presente Grupo Especial, por cuanto se trata de aspectos relacionados con la medida original (SBP) que Argentina pudo haberlas planteado en la diferencia inicial pero no lo hizo.
VI. Conclusión
207. Argentina no ha podido demostrar que el esquema vigente a partir de la Ley 19897 impida la transmisión de los precios internacionales al mercado chileno o que restrinjan el volumen de las importaciones.  Por el contrario, insiste en que hay falta de transparencia y previsibilidad en aspectos irrelevantes del esquema vigente.  Chile ha demostrado que la falta de transparencia y previsiblidad de ciertos aspectos del SBP fueron cuestionados porque justamente tenían como consecuencia el aislamiento de los precios internos.  Corregidas esas falencias y en conjunto con las otras modificaciones introducidas, el esquema vigente no produce los efectos que el Órgano de Apelación señaló que son los objetivos y fines comunes de las medidas enunciadas en el artículo 4.2 del Acuerdo sobre la Agricultura.  Argentina no ha podido probar que la Ley 19897 y su Reglamento generan esos efectos.

208. En un recurso final, Argentina señala que Chile debería haber eliminado su SBP porque así lo estableció el Órgano de Apelación.
  Aún cuando pudiésemos compartir lo señalado por el Órgano de Apelación en el sentido de que no se pueden seguir percibiendo los derechos resultantes de la aplicación de una medida incompatible con el artículo 4.2. del Acuerdo sobre la Agricultura, el hecho de que el régimen vigente a partir de la Ley 19897 y su Reglamento no son incompatibles con esa disposición, permite a Chile seguir percibiendo los derechos específicos que eventualmente puedan aplicarse.

209. Por lo demás, cabe recordar lo señalado en el arbitraje bajo el 21.3 en el asunto CE - Trozos de Pollo:  "el Miembro que ha de aplicar las recomendaciones y resoluciones tiene cierta discrecionalidad al elegir los medios de aplicación que considere más adecuados".
  Por lo tanto, Argentina no puede obligar a Chile a cumplir de una manera determinada con las recomendaciones y resoluciones del OSD.
210. Señores Miembros del Grupo Especial, la Ley 19897 y su posterior Reglamento establecieron un mecanismo que en base a parámetros transparentes y previsibles permite establecer derechos específicos o rebajas o ninguno de los dos, al trigo y la harina de trigo de acuerdo a la evolución de los mercados mundiales, incluyendo referencias a uno de los mercados más relevantes como es el de la Argentina.  Dichos derechos o rebajas permanecen inalterados durante dos meses lo que permite que las variaciones de los precios internacionales se reflejen en los precios internos.  Esto es que si el precio internacional baja, el precio interno baja en una magnitud similar y si el precio internacional sube el interno sube de la misma manera.  Esto no es lo que hacen los gravámenes variables a la importación ni los precios mínimos de importación.
211. Por lo tanto, el régimen vigente en Chile hasta el año 2014 no es incompatible con el artículo 4.2 del Acuerdo de la Agricultura y por ende, tampoco viola el párrafo 4 del artículo XVI del Acuerdo de Marrakech por el que se establece la Organización Mundial del Comercio.  Chile solicita al presente Grupo Especial que así lo constate, al tiempo que rechace las alegaciones de Argentina en relación a la supuesta inconsistencia con el artículo II.1.b, segunda oración, del GATT de 1994;  y en relación al factor 1,56 para la harina de trigo, por cuanto ninguna de las dos fueron debidamente sometidas al presente Grupo Especial.
* El anexo C-2 contiene la replica de Chile.  Este texto fue presentado inicialmente en español por Chile.





� Segunda Comunicación Escrita de Argentina, párrafo 14.





� Segunda Comunicación Escrita de Argentina, párrafo 12.





� Párrafo 234 del Informe del Órgano de Apelación.





� Párrafo 317 de la Réplica.





� Párrafo 14 Réplica de Argentina.





� Párrafo 20 del escrito de Réplica.





� Canadá -  Aeronaves Civiles (21.5 - Brasil), Informe del Órgano de Apelación, WT/DS70/AB/RW, párrafo 41.





� Párrafo 26 de la Réplica.





� Párrafo 203 del Informe del Órgano de Apelación.





� Tampoco el párrafo 7.63 del Informe del Grupo Especial inicial, ya que también fueron recogidas por el Órgano de Apelación.





� Informe del Órgano de Apelación, párrafo 259.





� Párrafo 227 del Informe del Órgano de Apelación.





� Párrafo 234 del Informe del Órgano de Apelación.





� Párrafo 120 de la Réplica.





� Párrafo 121 de la Réplica.





� Por ejemplo, los párrafos 53 y 143.





� Párrafo 31 de la Réplica.





� Según el Diccionario de la Real Academia de la Lengua:


	Efecto (Del lat. effectus) 1.m. Aquello que sigue por virtud de una causa.





� Párrafo 33 de la Réplica.





� Réplica, párrafo 37 y siguientes.





� Párrafo 40 de la Réplica.





� Sección V.5 de la Primera Comunicación Escrita de Chile.





� Artículo 5 del Reglamento de la Ley.





� Párrafo 133 de la Primera Comunicación Escrita de Argentina.





� El párrafo 64 de la presentación Argentina señala que los anexos ARG-11 y ARG-12 no pueden "ilustrar" lo mismo que el gráfico del párrafo 154 de la Presentación de Chile porque los primeros están construidos sobre datos diarios y el segundo sobre datos mensuales. Sin entrar en una discusión semántica del significado de la palabra "ilustrar", Chile quiere aclarar que independiente del periodo de medición de la información, el objetivo es ver el comportamiento de las variables a través del tiempo, y en ese sentido la información señalada por Chile "muestra" lo mismo. Las fuentes de la información, tanto diaria como mensual, están claramente señaladas en todos los casos (SAGPyA y ODEPA).





� Párrafos 68 y 69 de la Réplica.





� Párrafo 60 de la Réplica.





� También se aplicaron rebajas desde diciembre de 2003 hasta agosto de 2004.





� Párrafos 80 y 88 de la Réplica.





� Sección V.3. de la Primera Comunicación Escrita de Chile


� Párrafo 247 del Informe del Órgano de Apelación.





� Párrafo 108 de la Réplica.





� Párrafo 250 del Informe del Órgano de Apelación.





� Estadísticas FAO (http://faostat.fao.org/).





� Por ejemplo, párrafo 108 de la Réplica.


� Párrafo 132 de la Segunda Comunicación Escrita de Argentina.





� Párrafo 84 de la Réplica.





� Por cierto, que la segunda mitad del párrafo 247 no sirve a los efectos de Argentina porque se refiere a la falta de transparencia  y de previsibilidad de la forma en que se determinan los precios de referencia.





� Segunda Comunicación Escrita de Argentina, párrafos 105 y 106.


� Sección V.4. de la Primera Comunicación Escrita de Chile.





� Párrafo 130 de la Segunda Comunicación Escrita de Argentina.





� Primera Comunicación Escrita de Chile, párrafos 90 y siguientes.





� Informe del Órgano de Apelación, párrafo 232.





� Informe del Órgano de Apelación, párrafo 233.





� Primera Comunicación Escrita de Argentina, párrafo 266.





� Primera Comunicación Escrita de Argentina, párrafo 268.





� Primera Comunicación Escrita de Argentina, párrafo 269.





� Primera Comunicación Escrita de Argentina, párrafo 270.





� Párrafo 154 de la Réplica.





� Primera Comunicación Escrita de Chile, párrafo 133.





� Véase Ley 19.897, Artículo 1 párrafo segundo y Decreto Nº 831/2003, Artículo 1 párrafo segundo, en anexos CHL-1 y CHL-2, respectivamente.





� Misma estabilidad que establece el Decreto 797/92 (aún vigente) de la República Argentina, que define la medida de Derechos Adicionales a la importación de azúcar, y que estipula en lo relevante:  "…es conveniente poner en vigencia el artículo 673 del Código Aduanero Argentino para que estabilice el precio interno en períodos de fuertes distorsiones en el mercado mundial."





� Primera Comunicación Escrita de Chile, párrafo 93.





� Réplica de la República Argentina, párrafo 149.





� Primera Comunicación Escrita de Chile, párrafos 139 al 144.





� Réplica de la República Argentina, párrafo 150.





� Párrafo 7.36 del Informe del Grupo Especial, WT/DS207/R.








� Párrafo 156 de la Réplica.





� Comunicación Escrita de la República Argentina, sección C.2.1, párrafos 99 al 124.





� Párrafo 161 de la Réplica.





� Chile - Bandas de Precio, Informe del Grupo Especial párrafo 7.36.e.





� Párrafo 172 de la Réplica.





� Réplica de la República Argentina, párrafos 189 al 196.





� Para el caso de las rebajas al arancel (RA) la expresión era :


	RA = = b * (FOBpr -  FOBtecho).





� Réplica de la República Argentina, párrafo 204.





� Primera Comunicación Escrita de Chile, sección 6 "Cambio en las condiciones de acceso por efecto de la ley 19.897".





� Primera Comunicación Escrita de Chile, párrafo 185.





� Chile lamenta si la omisión sin intención de la fuente de la información pudiera haber generado confusión, dado que ya se había asumido como evidente de que ambas partes de esta controversia estaban utilizando la misma fuente de información, ODEPA, que se caracteriza por la transparencia, confiabilidad y disponibilidad de información a todo público.





� Réplica de la República Argentina, párrafo 208.





� Párrafos 221 y 222 de la Réplica.





� Si cualquier mercancía en 1984 hubiera ingresado con un precio c.i.f. de 100,0 dólares por tonelada, habría tenido una carga por aranceles de 35 dólares por tonelada (35% ad-valorem). Otra mercancía ingresada en 2004 a un precio c.i.f. de 583,4 dólares por tonelada habría tenido una carga por aranceles de 35 dólares por tonelada (6% ad-valorem). A partir de esa igualdad en el monto de la carga arancelaria para ambas mercancías, no se puede concluir de ninguna manera que las condiciones de acceso son iguales entre 1984 y 2004.





� Párrafo 247 de la Réplica.





� Párrafo 228 de la Réplica.





� Párrafo 229 de la Réplica.





� Por ejemplo, párrafos 271, 278, 281, 282 de la Réplica.





� Párrafo 232 de la Primera Comunicación Escrita de Argentina.





� Ley 19.193.





� Artículo 1 de la Ley 19.897.





� Párrafo 231 de la Réplica.





� Párrafo 229 de la Primera Comunicación Escrita de Argentina.


� Anexo CHL - 6.





� Anexos CHL - 9, 10 y 11.





� Párrafo 295 de la Réplica.





� Párrafo 317 de la Réplica.





� CE - Trozos de Pollo (21.3), Laudo Arbitral (WT/DS269/13 y WT/DS286/15), párrafo 49.









